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I. ANTECEDENTES Y ESTRUCTURA

En un anterior Informe preparado por Horacio Boneo, Horacio
Cassinelli y Rafael López Pintor, en que se hizo un Análisis
de las leyes electorales de Nicaragua, se concluyó en uno de sus
apartados, que más que realizar mejoras coyunturales al siste-
ma de Registro Electoral utilizado, resultaba “más razonable
hacer un esfuerzo de inversión en un documento cedular bá-
sico de validez general y no sólo electoral” y que “se debe
comenzar inmediatamente esa tarea, pero no vincularla a estas
elecciones (las de febrero de 1990), para las cuales los meca-
nismos de garantía y control parecen suficientemente adecua-
dos, más aún en presencia de un Consejo Supremo Electoral
de composición equilibrada”. En ese informe, se anexó un pro-
yecto de asistencia al Consejo Supremo Electoral, que “permi-
tiría avanzar hacia un documento único de identidad”. En ese
proyecto, Fortalecimiento del Consejo Supremo Electoral de Nica-
ragua, se inscribe este informe. Durante la discusión de las
reformas a las leyes electorales para fijar reglas básicas acep-
tadas por los participantes en el evento electoral, buena parte
de la discusión se centró en los aspectos de mecánica electoral,
especialmente en lo que se relaciona con el sistema de registro
que tradicionalmente se ha utilizado en Nicaragua, y se llegó
al convenio de estudiar la posibilidad de conformar un regis-
tro electoral moderno y la emisión de un documento cívico a
los electores.

9

Nota: Este estudio es el informe de una Misión de Asistencia Técnica, División
de Administración para el Desarrollo, Departamento de Cooperación Técnica
para el Desarrollo de Naciones Unidas.
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Así, se integró esta misión de asistencia preparatoria, con
el objeto de prestar apoyo al Consejo Supremo Electoral en
algunos aspectos durante el proceso electoral que concluiría
en febrero de 1990, y en la preparación de un documento de
proyecto, que sirva de base para un esfuerzo de asistencia
técnica de mayor envergadura, que permita en un plazo apro-
ximado de 24 meses, mejorar el funcionamiento del Registro
del Estado Civil de las Personas, base para la elaboración de
un padrón electoral permanente, depurado y confiable, y es-
tablecer un documento único de identidad que también pudie-
ra servir como identificación electoral. El objetivo central del
proyecto de asistencia es:

aportar al desarrollo de un sistema de identificación de las personas
y de un registro electoral de características avanzadas que, al eli-
minar discusiones sobre aspectos esencialmente técnicos del proceso
electoral, contribuya a crear el clima de confianza que es un re-
quisito imprescindible para el funcionamiento de una sociedad plu-
ralista.

El consultor Jorge Mario García Laguardia estuvo tres me-
ses en Nicaragua y el consultor Sergio Matute un mes, en
consulta permanente con el doctor Horacio Boneo. Trabajaron
en estrecha colaboración con el Consejo Supremo Electoral y
con los funcionarios responsables del Registro Central del Es-
tado Civil de las Personas, especialmente en el Consejo con
su presidente, doctor Mariano Fiallos Oranguren y la secretaria
del Consejo, doctora Rosa Marina Zelaya Velázquez, y en el
Registro, con su director, Rodolfo Villalta Castellón, la subdi-
rectora, licenciada Patricia Pineda Chamorro, la secretaria, Les-
bia Fuentes Torres y el jefe del Departamento de Microfilma-
ción, Napoleón Carvajal; la señora Elba Modesta Baca directora
del Registro Civil de Managua y la señora Martha Montenegro
Vega directora del Registro Civil de la ciudad de Masaya, to-
dos los cuales prestaron una colaboración excelente y perma-
nente a los consultores para el desarrollo de la misión. Se
entrevistaron con numerosos funcionarios de gobierno, políti-
cos de los diferentes partidos, del gobierno y de la oposición,
representantes de medios de comunicación, funcionarios uni-

10 JORGE MARIO GARCÍA LAGUARDIA
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versitarios, personal diplomático y de organismos internacio-
nales. Se hizo una visita a más de la mitad de los registros
civiles locales en el interior del país, tarea en la que se contó
con la colaboración y en muchos de los casos, compañía del
director del Registro Civil. Como resultado de estas actividades
se ha elaborado el presente informe y las recomendaciones
correspondientes.

II. ANTECEDENTES DEL REGISTRO CIVIL

La opinión más generalmente compartida es la de que los
registros civiles surgen en el siglo diecinueve. Pero pueden
encontrarse otros antecedentes más antiguos. En el “Libro de
los números” de la Biblia, se habla del censo realizado por
Moisés y Aarón en el segundo año de la salida de Egipto del
pueblo judío y algunos autores recuerdan como en China cada
tres años se realizaba un censo de toda la población del im-
perio con distinción de sexo, edad, etcétera.

Sin embargo, el antecedente más estudiado es el romano.
Dionisio de Halicarnaso recuerda cómo el origen de los regis-
tros es muy antiguo y cómo Servio Tulio creó en Roma el
primer Registro, confiado a los sacerdotes y cómo también
Aurelio creó otro de nacimientos, encargado a los prefectio erali
y tabellari publici; y aún, cómo Justiniano en la Novela 74, es-
tableció reglas de la prueba del matrimonio. El censo de Servio
Tulio, constituyó, a pesar de su finalidad propiamente política,
estadística y fiscal, un instrumento incipiente de publicidad de
ciertos datos del estado civil, ya que en la última constancia
implicaba un empadronamiento a realizar cada cinco años. Y
en el Corpus Juris Civilis existen rastros de registros de naci-
mientos y otros actos del estado civil, indirectos, pero sufi-
cientemente claros.

Tras la decadencia del embrionario Registro Civil romano,
se comienza a estructurar un registro eclesiástico, en el cual
tiene su antecedente inmediato la institución moderna del Re-
gistro. El bautismo con el nacimiento y las exequias con la

ANÁLISIS DEL REGISTRO CIVIL EN NICARAGUA 11
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defunción, que constan en los registros parroquiales, constitu-
yen un medio de prueba.

Tiene una larga vida y se perfeccionan en el siglo XVII.
Fueron reglamentadas minuciosamente por el Concilio de
Trento en 1563, en su sesión 23, capítulo I y sesión 24, capí-
tulos I y II. Allí se estableció un régimen registral regular a
cargo de la Iglesia, en cuanto a bautismos y matrimonios y
después defunciones. Las garantías que ofrecía este tipo de
inventarios, eran tan importantes, que se fueron haciendo los
registros parroquiales prácticamente indispensables para el fue-
ro civil y la administración del estado, y por tres siglos esta
institución sirvió a las necesidades de la vida cotidiana de los
habitantes y administradores. Lo que se convirtió en legisla-
ción española, a través de la Real Cédula de Felipe II de 12
de julio de 1564, incluida en la Novísima Recopilación, libro I,
título I, ley 13.

Las monarquías absolutas se beneficiaron siempre de estos
registros parroquiales, pero orientadas por un regalismo per-
manente, trataron de intervenir frecuentemente en su funcio-
namiento y organización. Así en la Ordenanza sobre procedimien-
to civil de 1667, conocida como Código Luis, se establece una
minuciosa reglamentación sobre su funcionamiento, especial-
mente ordenando libros duplicados, uno de los cuales debería
ser enviado a los ayuntamientos.

En España, esto se produce tardíamente, hasta la llegada de
los Borbón. En la real orden de 23 de mayo de 1801, incluida
como ley 10 del título 22 del libro VII de la Novísima Recopi-
lación, se establece un intervencionismo del Estado en los re-
gistros parroquiales muy amplio, ordenando el uso de formu-
larios especiales, la presentación de certificado médico para la
inscripción de defunciones y la elaboración de informes men-
suales con finalidades estadísticas. Así, se asumió el control
de la actividad registral, pero no se eliminó la competencia
del clero católico para llevarlos.

Las personas pertenecientes a otras religiones, cuyo número
aumentó con el cisma religioso, no se beneficiaban de estos
registros, lo que provocaba molestias administrativas y de otro
tipo, por lo que Luis XVI, en edicto de 28 de noviembre de

12 JORGE MARIO GARCÍA LAGUARDIA
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1787, autorizó a los protestantes a registrar los nacimientos,
matrimonios y defunciones ante los oficiales de la Justicia Real
si no querían acudir a los registros católicos, lo que significó
un primer e importante paso en el camino a la secularización
de la institución.

Se comparte por la mayoría de los autores, que fue la Re-
volución francesa, la que aseguró el cambio definitivo. En efec-
to, la Asamblea Constituyente de 1791, artículo 7, título II, de
la Constitución dispuso que “la ley no considera el matrimonio
más que como contrato civil” y que “el poder legislativo de-
terminará, para todos los habitantes sin distinción, el modo
de hacer constar los nacimientos, matrimonios y defunciones,
y designará los oficiales públicos que hayan de redactar las
actas correspondientes”.

La norma constitucional fue desarrollada por la Asamblea
Legislativa, que creó los registros civiles, atribuyéndolos a los
ayuntamientos y otorgando a los asientos fuerza probatoria. Y
finalmente, el Código Civil francés, conocido como Código Na-
poleón, en sus artículos 34 a 107 reguló con minuciosidad la
nueva institución. Ha tenido el Registro, desde esa época, am-
plia difusión. No sólo territorial, sino de competencia, dando
más valor a las inscripciones como medio de prueba por un
lado, y ampliando sus funciones, por otro. Así fue como surgió
“el más antiguo de los registros civiles existentes en la actua-
lidad y el que ha servido de patrón, en muchos aspectos, a
la mayoría de los ordenamientos del Registro Civil vigente en
Europa y aun en América Central y Meridional...”.1

ANÁLISIS DEL REGISTRO CIVIL EN NICARAGUA 13

1 Pere Rabuy, José, Derecho del registro civil, Madrid, Aguilar, 1962-1963,
t. I, p. 36. Vid. también Colín, Ambroise y H. Capitant, Cours elementaire du
Droit Civil francaise, 13a. ed., París, Librairie Dalloz, 1920, t. I, pp. 384 y ss.;
Paya, Fernando Horacio, “La nueva ley del Registro Civil”, La Ley, Buenos
Aires, jueves 25 de junio de 1959; Febres Cordero, Eloy, El Registro Civil en
Venezuela. Comentarios y jurisprudencia, Mérida, Venezuela, Universidad de los
Andes, 1969, pp. 11-20; Luces Gil, Francisco, Derecho registral civil, 2a. ed.,
Barcelona, Bosch, Casa Editorial, 1980; Alirio Augusto Castro, “La institución
del Registro Civil desde el punto de vista técnico y administrativo”, en Estudios
de derecho civil patrio, San Salvador, Imprenta Nacional, 1921.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 1995. Instituto de Investigaciones Jurídicas - Universidad Nacional Autónoma de México 
Corte de Constitucionalidad de Guatemala

Libro completo en: https://goo.gl/kBvWD2



III. EL REGISTRO CIVIL EN NICARAGUA

Cuando se produce la conquista, los españoles ya tenían re-
gistros parroquiales. Al establecer el bautismo para los indios,
se debieron establecer los primeros libros de bautismos que se
conservan en los archivos religiosos. Después de la inde-
pendencia, el sistema español se mantiene vigente, hasta que
los movimientos liberales hacen un intento de quitarle al clero
las facultades que tenían en la materia.

Las instituciones del Registro Civil se vinculan estrecha-
mente con el triunfo y consolidación de las reformas liberales
que se suceden en América Latina en la segunda mitad del
siglo diecinueve. Fue una institución estrictamente laica, vin-
culada a la separación de la Iglesia católica y el Estado, que
se orientó a separarla del fuero eclesiástico. Lo que se perse-
guía y se persigue con el acopio de datos sobre la sociedad
civil, es, en principio, otorgar a los sujetos generadores de
derecho una personalidad jurídica. El Registro, al inscribirse
los nacimientos de las personas físicas y otorgar el compro-
bante respectivo, permite a los miembros de la comunidad,
acreditar su personalidad jurídica. Y no sólo el nacimiento que-
da recogido en el Registro, sino todos los actos concernientes
al estado civil de las personas. Así, la memoria colectiva queda
encargada a la administración pública a través de la nueva
institución. Desde el nacimiento hasta la muerte, se elabora un
inventario nacional que se convierte en fuente probatoria de
derechos y obligaciones. En las primeras disposiciones legales
sobre su constitución, se determina la obligación de las per-
sonas, de todos los habitantes, con excepción de los diplomá-
ticos, de inscribirse, ya que el incumplimiento de esta obliga-
ción impediría el ejercicio de los derechos civiles y originaría
aplicación de sanciones pecuniarias. En la “Exposición de mo-
tivos” de una de las primeras leyes latinoamericanas, que fue
la Ley de Creación del Registro Civil de México, de 28 de
julio de 1859, se dice que:

para perfeccionar la independencia en que deben permanecer recí-
procamente el Estado y la Iglesia, no puede ya encomendarse a
ésta por aquél el Registro que había tenido el nacimiento, matri-

14 JORGE MARIO GARCÍA LAGUARDIA
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monio o fallecimiento de las personas: Registro cuyos datos eran
los únicos que servían para establecer en todas las aplicaciones
prácticas de la vida del estado civil de las personas y que la so-
ciedad no podría tener las constancias que más le importaran sobre
el estado de las personas, sino hubiese autoridad ante la que aque-
llos se hiciesen registrar y hacer valer...

En Centroamérica, en la década del treinta del siglo pasado,
dentro de la Federación, que se rompe en 1838, se produjo el
primer movimiento liberal de gran profundidad, el que, aun-
que fracasó, sentó las bases para la reforma posterior. Se plan-
teó la supresión de las órdenes monásticas y demás leyes que
otorgan al clero el conocimiento de asuntos civiles como el
matrimonio. Pero no es, sino hasta la segunda mitad del siglo
cuando se afirman los movimientos liberales y se dictan los
primeros códigos civiles, en general, sobre el modelo napo-
leónico.

El primer Código Civil de Nicaragua sancionado el 25 de
enero de 1857, estuvo vigente desde 1871 hasta 1904. En el
título amplio correspondiente a las personas, no se hace refe-
rencia a los registros del Estado Civil.2 El primero de febrero
de 1904, se promulgó el nuevo Código Civil, que es vigente,
durante el gobierno liberal de José Santos Zelaya, que profun-
dizó la reforma liberal.3

Pero entre estos dos cuerpos de leyes, se dictó la primera
Ley del Registro Civil de Nicaragua, el 30 de enero de 1879,
con el nombre de Reglamento para el Registro del Estado Civil
de las Personas que fijó las líneas generales de la institución.
Ordenó el establecimiento de una oficina en cada “ciudad, villa
y pueblo” de la República, encargada de “sentar con las de-
bidas separaciones en los libros respectivos, las partidas de
nacimientos, matrimonios y defunciones que ocurran en la
comprensión de dichas localidades”; ordenó que se llevaran

ANÁLISIS DEL REGISTRO CIVIL EN NICARAGUA 15

2 Código Civil de la República de Nicaragua, Managua, imprenta El Centroa-
mericano, 1871.

3 El decreto fue publicado en el número dos mil 148 del Diario Oficial,
del 5 de febrero de 1904. Documentación sobre la obra legislativa de Zelaya
en Bone, Roberto, El gobierno liberal de Nicaragua. Documentos. 1893-1908, Ma-
nagua: s.e., s.f., passim.
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cuatro libros: de nacimientos, matrimonios, defunciones y ra-
zones del estado civil; la dependencia se llamaría Oficina del
Registro del Estado Civil y estaría a cargo del alcalde segundo
o único del lugar o del que respectivamente subrogara; y las
certificaciones de las partidas harían prueba del respectivo es-
tado civil en juicio o fuera de él. Se suprimiría la competencia
eclesiástica, pero en una concesión a la Iglesia, se indicaba que
la falta de las inscripciones en los libros del registro, podrían
suplirse con los asientos parroquiales y se indicaba que los
párrocos al efectuar un bautismo, matrimonio o verificar un
enterramiento, deberían prevenir a las personas obligadas a
dar parte a las oficinas del Registro.4

 Y, más tarde, se emitió otro Reglamento para el Estado
Civil de las Personas, conocido como Ley Reglamentaria del
Estado Civil, el 22 de febrero de 1899. De acuerdo con este
nuevo cuerpo legal, que perfeccionaba el anterior, los hechos
de nacimiento, matrimonio, defunción, reconocimiento de hijos
ilegítimos, legitimación por subsiguiente matrimonio, registro
de emancipaciones y declaraciones de mayoría de edad, dis-
cernimiento de guardas, separación de cuerpos, divorcio, anu-
lación del matrimonio y declaración de ausencia, se prueban
únicamente por el Registro de las personas.

Los registros parroquiales que antes de la creación del Re-
gistro Civil, llevaban estos datos, pasaron de derecho al control
de las municipalidades. Éstas, de acuerdo con el Reglamento,
debieron “gestionar para obtenerlos como cosas debidas al in-
terés público y al Estado, y una vez adquiridos se tendrán
como integrados al archivo de la Oficina del Registro para
todos los efectos que la Ley determina”. El Registro se encargó
al alcalde, quien podría nombrar un encargado que debería
llevar cinco libros: de nacimientos; matrimonios; defunciones;
de legitimaciones, reconocimientos de hijos naturales, emanci-
paciones y discernimientos de guardas generales; y de senten-
cias de separación de cuerpos, divorcio o nulidad de matri-
monio, de interdicción o de rehabilitación de mayoría de edad.

16 JORGE MARIO GARCÍA LAGUARDIA

4 Decretos y acuerdos del Congreso de la República de Nicaragua de los años
1879-1880, Managua, s.e., s.f., p. 8.
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Los encargados de los nuevos registros deberían custodiarlos
bajo depósito separado del archivo de la municipalidad, cui-
dando de su mantenimiento y seguridad.

En el nuevo Código Civil de 1904, el título VI, artículos 499
a 595, se denomina “Registro del estado civil de las personas”.
La Comisión no tuvo a la vista, según se ha afirmado por sus
comentaristas, el Código francés, sino otros que fueron por él
inspirados, en especial el español que influye sobre su articu-
lado. Mientras el código de 1871, tiene una clara y directa
influencia del Código chileno de Andrés Bello, en el de 1904,
predomina la influencia de los Códigos de Argentina de Vélez
Sarsfield —lo que determina cierto carácter doctrinario—, de
México, Chile y Guatemala. En lo que se refiere al título VI,
la fuente, de acuerdo con la Comisión Editora que estableció
las concordancias, está en los Códigos de Guatemala, México,
Costa Rica, Italia y en la Ley Provisional del Registro Civil de
España de 17 de junio de 1870. En ese orden de influencia,
según las anotaciones de los editores artículo por artículo. La
institución del Registro en Nicaragua, según el informe de los
editores oficiales, “sobre base más científica, más amplia y de-
tallada, responde como factor de estadística, a las modernas
tendencias del derecho, como elemento auxiliar de las demás
ciencias político-sociales”.5
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5 Código Civil de la República de Nicaragua. Revisado definitivamente por
la Comisión Legislativa compuesta por los diputados doctor don Leonardo
Rodríguez y don Santiago López y de los abogados Bruno H. Buitrago, J.F.
Aguilar y F. Paniagua Prado, tercera edición oficial anotada y concordada por
los doctores Carlos A. Morales, Joaquín Cuadra Zavala y Mariano Argüello,
Managua, Casa editorial Carlos Heuberger y Co., 1933, t. II, pp. IX y X. La
finalidad de la creación del Registro Civil en su primera época no era sola-
mente de carácter estadístico y en realidad no es un organismo estadístico,
sino el instrumento de prueba fehaciente del estado civil de las personas.
Había un interés específico en controlar los sistemas de tributación y mejorar
el servicio de policía para modernizar la administración de justicia. Vid. Gon-
zález, María del Refugio, “Proyecto de decreto para el establecimiento del
Registro Civil en el Distrito Federal”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado,
nueva serie, año XV, núm. 44, (mayo-agosto de 1982), pp. 629-648. En el co-
mentario hecho en el diario El Siglo XIX de 6 de marzo de 1851, a ese proyecto
presentado por Cosme Varela, se indica que “El pensamiento dominante del
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La justificación teórica de la nueva institución, se da en el
primer libro de derecho civil centroamericano, que en 1882,
explicaba las nuevas instituciones:

La posición legal de un individuo en la familia y en la sociedad,
constituye su estado civil. Ese estado produce diversas relaciones ju-
rídicas y da por lo mismo, a la persona, ciertos derechos y le impone
ciertas obligaciones. El Registro del Estado Civil creado por el Código
es indispensable para suministrar los datos indispensables a la esta-
dística y ha venido a llenar una gran necesidad. Antes de él, no había
más que las partidas que se asentaban en los libros parroquiales acerca
del nacimiento, del matrimonio y de las defunciones. Prescindiendo
de que sólo esos actos constaban en tales libros, la experiencia de-
mostró que se llevaban con poco cuidado y exactitud, estando con-
fiados generalmente a escribientes ignorantes o a los sacristanes de
las parroquias, y no siendo dignos por lo mismo de hacer fe para
todos los datos de la vida civil. Además limitándose a hacer constar
algunos hechos relativos sólo a los individuos de cierto culto, no po-
dían llenar el objeto que la sociedad debe proponerse, ni podían sub-
sistir después que, establecida la libertad de cultos e interesado el
legislador en que consten los actos de la vida civil de todos los indi-
viduos, sea cual fuera la religión a que pertenezcan, tiene que ser una
institución puramente civil, sin mezcla religiosa ni eclesiástica, la del
Registro que por eso se llama del Estado Civil. Interesada la sociedad
en que esos hechos que dan origen a derechos y cambios tan trascen-
dentes, queden consignados de un modo auténtico, ha prescrito que
la calidad o posición legal de cada individuo debe constar en el re-
gistro especial que ella ha creado, y se llama Registro del Estado Civil,
y que las actas o partidas de éste, sean la prueba del respectivo estado.6
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autor ha sido poner en manos de la autoridad una noticia de la población,
tan metódica, completa y pormenorizada, que en el instante que se quiera
puede saberse desde la filiación hasta el carácter moral de un individuo, su
profesión, su domicilio y su conducta. Un gobierno que posee estos datos y
sólo el que los tiene, puede estar seguro de que no faltarán resortes a su
poder legal. Conocido el censo industrial verdadero de una población, las
contribuciones se reparten con más equidad; conocido el censo nominal, el
cobro se hace fácil y puntualmente; y conocido en fin el movimiento domici-
liario, el malhechor y defraudador no podrán escaparse a la justicia”.

6 Cruz, Fernando, Instituciones de derecho civil patrio, Guatemala, Tipografía
El Progreso, 1882, t. I, pp. 424-426. La creación de los registros civiles se
constituyó en bandera de los movimientos liberales para desapoderar al clero
de ese importante servicio. En otra de la clásicas obras de derecho civil lati-
noamericano de la época, se afirma que “...la secularización del Registro del
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IV. MARCO LEGAL

Como hemos indicado, en el título VI del Código Civil está
señalado el marco jurídico general dentro del que se desen-
vuelve la actividad del Registro del estado civil de las perso-
nas.7 Ahí se fija la estructura del servicio, sus objetivos y fun-
ciones. Con especial claridad indica que el estado civil es la
calidad de los individuos en orden a sus relaciones con la familia
en cuanto le confiere o impone determinados derechos y obli-
gaciones; que dicha calidad deberá constar en el Registro del
Estado Civil, cuyas actas constituirán la prueba del respectivo
estado; que la oficina se llamará del Registro del Estado Civil
y que estará a cargo de un funcionario nombrado por las mu-
nicipalidades (artículos 499, 500 y 501), y habrá uno en cada
una de ellas.

Puede definirse el Registro, desde el punto de vista admi-
nistrativo de su función, como el centro u oficina pública, en
cuyos libros debe constar, en concordancia con la realidad ex-
trarregistral, cuantos hechos se refieran a la existencia y estado
civil de las personas; o desde el punto de vista de su signifi-
cado jurídico y finalidad, y así se le concibe como el instru-
mento estatal para obtener la constancia oficial de la existencia,
estado civil y condición de las personas. Así, se recogen en
su archivo documental los atributos y cualidades del estado
civil de las personas que son:

a) La personalidad, determinada por el nacimiento y la de-
función que la extingue;
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Estado Civil es una de las más preciosas conquistas de la libertad y de la
civilización: independiza al hombre del poder y de la influencia de preceptos
emanados de una religión, que no es quizás la que profesa, y le hace dueño
de su personalidad en la sociedad civil de que es miembro, sin impedirle la
facultad de llenar sus deberes religiosos en el fuero de su conciencia libre”,
Dominici, Aníbal, Comentarios al Código Civil venezolano, 1987, t. I, p. 537.

7 Se usan dos expresiones, registro civil o registro del estado civil. El
primero es una abreviación tradicional en España para su designación. La
segunda parece ser la más adecuada y es la que se usa en Nicaragua, porque
indica la finalidad de la institución, en tanto que la abreviada, sólo sugiere
que es una institución secular o que es un registro de derecho privado.
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b) El nombre;
c) El sexo;
d) La filiación;
e) Edad;
f) Condición de emancipado;
g) Condición de la persona en orden a vínculo matrimonial;
h) La nacionalidad;
i) Vecindad civil;
j) Domicilio;
k) Ausencia;
l) Situación de fallecimiento declarado;
m) Confesión religiosa;
n) Estado sacerdotal y profesión religiosa;
ñ) Situaciones concursales.
Cada legislación establece los elementos sujetos a registro.
Por la naturaleza del servicio, el registro debe tener los si-

guientes caracteres:
a) Ser completo, al incluir todos los hechos referentes al

estado civil;
b) Exacto, en el sentido de que los hechos deben aparecer

registrados como son, sin inexactitudes ni discordancias;
c) Auténtico, porque constituye la prueba de los hechos ins-

critos, y por eso los requisitos para llevar los libros son fijados
con minuciosidad;

d) Sistemático, a efecto de que los hechos registrables tengan
repercusión adecuada en todos los lugares en que deban que-
dar registrados, pudiendo comprobarlos las partes interesadas
y el propio estado por medio de la publicidad.

Podemos afirmar que estos requisitos son cumplidos en me-
dida adecuada por la institución en Nicaragua.

Aunque deberá volverse sobre el tema, se puede afirmar
que su existencia tiene varias justificaciones. Desde el punto
de vista de la persona es indispensable, para probar su con-
dición dentro de la familia y el Estado; desde el punto de
vista del Estado, la exactitud de los registros civiles es vital
para la organización de muchos servicios administrativos,
como la estadística, el censo electoral, el servicio militar, los
servicios de salud, los servicios educativos, programas de vi-
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vienda..., y para terceros, también su existencia es vital, porque
de su condición dependerá la capacidad o incapacidad, la po-
sibilidad de las personas para contratar o contraer obligaciones
y derechos. Los civilistas están de acuerdo en considerar que
los registros civiles están en la base de la vida de una comu-
nidad; constituyen el inventario vital, una especie de fichero,
en el cual cada persona ocupa una casilla dentro del casillero
jurídico general, para conocimiento de todos y con publicidad.8

Su función estadística es clave. Las principales fuentes de
información del sistema de estadística demográfica son los cen-
sos de población y vivienda, las oficinas del Registro Civil y
las encuestas elaboradas mediante procedimientos de muestreo
probabilístico. Las estadísticas que tienen como fuente el Re-
gistro Civil, y que se obtienen a medida que los hechos ocu-
rren, proporcionan información continuada y actualizada, in-
cluso durante los periodos intercensales que permiten el
estudio de las tendencias poblacionales. En el caso de la Re-
pública de Nicaragua, llena un vacío absoluto, porque no se
ha celebrado un censo nacional desde hace varios años, cuya
necesidad se hace sentir. Sin embargo, debe hacerse notar que
en los censos, se cuenta pero no se identifica, lo que desde el
punto de vista de este proyecto, tiene una significación espe-
cial. Por lo expuesto en varios foros internacionales y desde
distintas fuentes, se ha subrayado la importancia que tiene
dentro del sistema de estadísticas vitales, la información cap-
tada por los registros civiles. En general, éstos son órganos
públicos de carácter social y de gran importancia para las ta-
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8 Vid. Alférez Callejón, Gabriel, “Las certificaciones del Registro Civil y
sus impresos”, Documentación administrativa, España, Escuela Nacional de Ad-
ministración Pública, núm. 137, septiembre-octubre de 1970; Batista, J., “La
nueva Ley del Registro Civil”, Revista General de Legislación y Jurisprudencia,
España, año CV, t. XXXV, segunda época, julio-agosto de 1957; Martínez Garza,
Bertha Beatriz, “El acta de nacimiento”, Revista de la Facultad de Derecho de
México, t. XVII, núms. 66-67, abril-septiembre de 1967; “Proyecto de reforma
a la actual Ley de Registro Civil”, La Ley, Buenos Aires, Argentina, sábado
13 de abril de 1957; Celaya Ibarra, “La publicidad material del registro civil”,
Estudios de Deusto, España, Universidad de Deusto, 2a. época, vol. 23, fasc. 55,
julio-diciembre de 1975.
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reas de planeación a cargo de los tres niveles del gobierno
central.

El Registro Central del Estado Civil de Nicaragua se creó
por el decreto número 34 del 17 de agosto de 1972, como
parte del proyecto general incluido en el decreto 308, de 5 de
abril de 1972, Ley de Cédula de Identificación.9 En este cuerpo
legal se creaba la Dirección General de Cedulación, dependien-
te del Tribunal Supremo de Elecciones, y a esa Dirección se
adscribió el funcionamiento del Registro Central del Registro
Civil.

Con fecha treinta de junio de mil novecientos ochenta y
uno, se dictó el decreto núm. 45, Ley de Reubicación y Regu-
lación del Registro Central del Estado Civil,10 en el cual se le
clasificó como una dependencia del Ministerio de Justicia. Con
asiento en la capital de la República, la ciudad de Managua,
se seguiría constituyendo con las transcripciones de las parti-
das que le deberían suministrar los registros del estado civil
que funcionen en todo el país, los que sin embargo, conser-
varían todas las atribuciones que se establecen en el título VI
del libro primero del Código Civil. Estaría bajo la responsabi-
lidad de un registrador designado por el Ministerio de Justicia.

Sus atribuciones son las siguientes:
a) Llevar en forma debida un Registro Nacional completo

del estado civil de las personas, que conste en los registros
locales, el que se compondrá de tantas secciones como depar-
tamentos tiene la nación;

b) vigilar y asesorar constantemente el funcionamiento de
las oficinas de los registros locales, para lograr una mejor coor-
dinación y funcionamiento del servicio;

c) expedir las certificaciones de los asientos registrales que
existan en su oficina, a pedimento de autoridades y personas

22 JORGE MARIO GARCÍA LAGUARDIA

9 La Gaceta, Diario Oficial, Managua, año LXXVI, núm. 75, viernes 7 de
abril de 1972.

10 La Gaceta, Diario Oficial, año LXXXV, núm. 150, miércoles 8 de julio de
1981. También Leyes de la República de Nicaragua. Época revolucionaria, Managua,
Ministerio de Justicia, 1982, vol. V, julio-diciembre de 1981, pp. 13-16 y el
Índice cronológico y alfabético de leyes aprobadas por el gobierno de Reconstrucción
Nacional. 1979-1984, Managua, Consejo de Estado, 1985.
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naturales o jurídicas, las que tendrán plena validez para de-
mostrar el estado civil de las personas.

Las transcripciones de partidas que deben suministrar los
registros locales, podrán hacerse en conjunto o individualmen-
te, y cuando la operación comprende de una sola vez todas
las partidas visibles en cada tomo, deberá hacerse mediante el
sistema de “microfilm”, o sistema de copiadores que más con-
venga. Así se ordenó y se inició la microfilmación de toda la
información existente en los registros locales, tarea que no ha
terminado y que adelante se especifica. De toda microfilma-
ción, la ley ordenó que se hicieran dos ejemplares: uno que per-
manecerá en el archivo del Registro Central para los servicios
que éste preste; y el otro, que se guardará en el sótano del Banco
Central o en otro lugar apropiado. En cada sección del Regis-
tro Central, figurarán en gabinetes metálicos los rollos de pe-
lículas microfilmadas y los tomos respectivos, relativos a los
distintos municipios con los siguientes rubros:

a) Nacimientos;
b) Matrimonios;
c) Legitimación de hijos;
d) Reconocimiento de hijos nacidos fuera del matrimonio;
e) Emancipaciones y declaraciones de mayoría de edad;
f) Discernimiento de guarda;
g) Adopción de hijos;
h) Defunciones;
i) Sentencias de separación de cuerpos, divorcio, nulidad de

matrimonio y declaración de ausencia; y
j) Reposición de partidas.
La ley, minuciosamente formula indicaciones para ordena-

ción de los rollos de película de microfilmes, los que podrán
ser consultados por cualquier persona, previa autorización del
encargado de la oficina central.

La reubicación del Registro Central, como una dependencia
del Ministerio de Justicia, comprendió también la transferencia
de los bienes y asignaciones presupuestarias correspondientes,
y se indicó que su marco legal se regiría por esa ley y sus re-
glamentos, y en lo que fuere aplicable y pertinente por el título
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VI del libro primero del Código Civil, y demás leyes de la
República en lo que fueren aplicables.

En febrero de mil novecientos ochenta y ocho, se produjo
una reorganización de la administración, por la cual se disolvió
el Ministerio de Justicia y se transfirieron varias de sus com-
petencias. Por decreto 313, de esa fecha,11 la dirección y control
de los registros públicos, que pertenecía al Ministerio de Jus-
ticia se transfirió a otros organismos: el Registro de la Propie-
dad Industrial, al Ministerio de Industria; los registros públicos
de la Propiedad Inmueble y Mercantil, al Ministerio de Finan-
zas; y el Registro Central del Estado Civil de las Personas, al
Consejo Supremo Electoral (artículo 3). Esa es su situación ju-
rídica actual.

Por otra parte, en la Ley de Municipios, ley número 40, de
dos de julio de mil novecientos ochenta y ocho se ratifican
las atribuciones históricas que los ayuntamientos han tenido
sobre los registros civiles.12 Sobre la base del reconocimiento
de la autonomía municipal como principio constitucional, que
la ley desarrolla, y entre las competencias que se atribuyen al
municipio para satisfacer las necesidades de la población, en
su artículo ocho, expresamente establece que el municipio ejer-
cerá la administración del Registro del Estado Civil de las
Personas, conforme la dirección normativa y metodológica del
Consejo Supremo Electoral, expresando además que las com-
petencias municipales se ejercerán procurando la coordinación
interinstitucional, respetando los mecanismos e instrumentos
de planificación física y económica del Estado e impulsando
la inserción del municipio en los mismos. La circunscripción
o término municipal se refiere a la Ley de División Política-
Administrativa y entre las atribuciones del alcalde, se incluye
la de dirigir la administración y al personal de servicio de la
municipalidad y su contratación dentro de los límites presu-
puestales. A los funcionarios encargados del Registro Civil,

24 JORGE MARIO GARCÍA LAGUARDIA

11 La gaceta, Diario Oficial, núm. 44, tres de marzo de mil novecientos
ochenta y ocho.

12 La Gaceta, Diario Oficial, año XCII, núm. 155, miércoles 17 de agosto de
1988.
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nombrados o presupuestados por las municipalidades, se les
ha atribuido otras obligaciones, como llevar el registro de fie-
rros, cartas de venta de semovientes y otros.

V. ESTRUCTURA Y FUNCIONES DEL REGISTRO CENTRAL

Entre las funciones del Registro se pueden indicar las si-
guientes:

a) Vigilar y dar asesoría a nivel nacional a todos los regis-
tros civiles locales; existe una relación permanente institucional
y orgánica entre los registros municipales y el Registro Central;
con motivo de esta misión, el director y subdirectora del Re-
gistro realizaron con el consultor una visita de inspección a
una gran cantidad de registros municipales en todas las regio-
nes del país, para verificar su funcionamiento, resolver con-
sultas y solucionar eventuales problemas; la relación entre las
autoridades del Registro Central y las autoridades de los re-
gistros locales es bastante buena, de mutuo respeto y colabo-
ración;

b) Reproducir las actas de los hechos vitales a nivel nacional
a través de la microfilmación;

c) Reponer los libros del Registro del Estado Civil en los re-
gistros que fueron quemados durante los conflictos de los úl-
timos años;

d) Servir como fuente de información para las estadísticas
demográficas, a pesar de que éstas no son confiables; a falta
de un censo nacional que no ha podido realizarse, en la rea-
lidad, es la única información con que el Estado cuenta para
la formulación de las políticas de gobierno en los distintos
niveles y programas;

e) Colaborar con distintas instituciones del gobierno central
y local, entre ellos las propias municipalidades; el Instituto
Nacional de Estadística de Censos; los Ministerios del Interior,
Salud, Educación y Defensa.

Como servicio específico y esencial, el Registro extiende las
certificaciones de las partidas de nacimientos, defunciones, ma-
trimonios, divorcios, emancipaciones, soltería, negativa de hi-
jos, todo esto a nivel nacional y especialmente a los habitantes
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donde los registros fueron quemados o destruidos, entre ellos
Masaya, Chinandega, Estelí, por citar algunos.

Se ha podido estimar que en la Dirección del Registro Cen-
tral, en Managua, se reciben normalmente un promedio de
quinientas solicitudes mensuales de certificaciones de partidas
en todos rubros, cantidad que se aumenta sustancialmente en
los primeros meses del año por el inicio del año escolar. Este
servicio se presta a nivel nacional; la mayoría de usuarios vie-
nen de los lugares donde los registros fueron destruidos o
quemados o de las zonas de conflicto en las que no se puede
extender el certificado correspondiente. Esta situación produce
muchas dificultades a los usuarios, generalmente personas de
escasos recursos, para las que el viaje a la capital y la espera
por el documento requerido es muy oneroso y muchas veces
imposible de realizar. Esto, hace pensar, que en algunos casos,
cuya cuantificación es difícil de hacer, se utiliza el procedi-
miento irregular de la reposición en el lugar del domicilio del
interesado, lo que altera los datos globales del Registro. Esta
situación merece un análisis específico y una drástica rectifi-
cación para poder tener una información confiable. El Registro
Central es el único que puede extender certificaciones en los
distintos rubros, a nivel nacional.

Debe insistirse en el hecho, de que dada la situación actual
de la administración pública en la República de Nicaragua, la
función del Registro Central del Estado Civil de las Personas
es muy importante, en lo que se refiere a la información de base
para las políticas institucionales que tienen que basarse en es-
timaciones demográficas confiables. Estas informaciones, en la
realidad nicaragüense sólo son recogidas, aunque no de una
manera completa, en los registros civiles locales que trasmiten
su información al Registro Central. Así, las instituciones del
gobierno central requieren del auxilio del Registro, entre las
principales: Los ministerios de Salud, del Interior, de Educa-
ción y Defensa; Instituto Nacional de Estadística y Censos;
Instituto Nacional de Bienestar Social; Corte Suprema de Jus-
ticia y otras instituciones de diverso orden.

Es muy loable la creación del Registro Central, con los ob-
jetivos indicados y con la función de orientar, coordinar y
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controlar el funcionamiento de los registros locales. Su trabajo
eficiente garantiza uniformidad de procedimientos y de inter-
pretaciones de las disposiciones legales, lo que redunda en
certeza jurídica y permite la prestación de un mejor servicio.
Por otra parte, la existencia de un archivo central, lo que ha
sido recomendado internacionalmente, aumenta la seguridad
en la conservación de la información; facilita el servicio de
emisión de certificaciones de los asientos y facilita el control
del trabajo de los registros locales, por el periódico examen
de los libros. Debe llamarse la atención que ésta es una situa-
ción muy avanzada, que en este aspecto se da en la República
de Nicaragua, y que no existe en muchos países, y que facilita
en gran medida el proyecto que aquí presentamos.

VI. ESTADO Y PROCESO DE MICROFILMACIÓN DE ACTAS

El trabajo más importante, desde el punto de vista del pro-
yecto, que ha realizado y realiza el Registro Central es la mi-
crofilmación de los libros de los registros civiles de la Repú-
blica. Esta ha sido una labor continuada cumplida con mucha
eficacia a pesar de los limitados recursos humanos y de equipo.

El procedimiento seguido es minucioso y muy cuidadoso y
se puede describir en la siguiente forma:

A. La Sección de archivo de libros recibe los libros que
periódicamente le envían los registros civiles locales de la Re-
pública por recibo; en esta oficina se verifica que lleguen los
principales rubros en dependencia del municipio; entrega las
hojas impresas de todos los rubros, para la posterior inscrip-
ción, conforme recibo; finalmente, entrega los ya microfilmados
con comprobante adecuado para llevar control completo de la
operación;

B. El Departamento de asesoría dependiente de la Subdi-
rección del Registro, revisa cuidadosamente los diferentes li-
bros de los distintos municipios que le envía la sección de
archivo, a efecto de dictaminar sobre los libros que están en
condiciones de ser microfilmados; o en su caso, señala las de-
ficiencias, omisiones, errores que existen, a efecto de que los
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registros locales procedan a su rectificación o aclaración antes
de proceder a la microfilmación:

C. En el Departamento de microfilmación se procesan todos
los libros aprobados. El procedimiento que se sigue es el si-
guiente:

1. Ordenamiento y rotulación;
2. Numeración de tomos conforme secuencia, para lo cual

se obtienen los datos del último año microfilmado;
3. Se llenan las actas, tanto iniciales como finales, que firma

el director general del Registro;
4. Se ubica el código del municipio a microfilmar;
5. Se procede a la microfilmación;
6. Se procesa la película ya microfilmada la que se revisa

para constatar su calidad;
7. Después de lo cual, se envían los libros a la Sección de

archivo de libros.
Los equipos que se utilizan son una microfilmadora Recordak

modelo setenta y cuatro y una procesadora también Recordak mo-
delo mil novecientos setenta y cuatro, los cuales son aparatos
que están descontinuados, lo que crea muchos problemas de
mantenimiento y funcionamiento a los encargados de su ma-
nejo. Además, deben utilizar otros materiales químicos (reve-
lador y fijador) así como cinta adhesiva.

En el Departamento de visores se encuentra el microfilm
duplicado de todos los municipios de la República hasta el
año de 1977 y los originales de los mismos se encuentran, de
conformidad con las disposiciones legales comentadas antes,
en las bodegas del Banco Central. Estimaciones del jefe del
Departamento de microfilmación indican que el cuarenta por
ciento de los casetes o películas se encuentran deterioradas,
por lo que es urgente una duplicación de los originales que
están en las bodegas del Banco Central.

En esa oficina, el Departamento de visores, se buscan y
cotejan las solicitudes remitidas de las secciones correspon-
dientes. Para cotejar y buscar la información solicitada, se usan
visores marca Alos y algunos Dukane, cuya fabricación también
está descontinuada, lo que ocasiona muchos problemas. Sería
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conveniente sustituir los visores en uso, por otros más moder-
nos y de mejor calidad.

En el Departamento de microfilmación, se tiene microfilma-
da la información de todos los municipios de la República, a
partir del año de mil ochocientos setenta y nueve (1879) hasta
el año de mil novecientos ochenta y siete (1987), lo que es
sumamente importante.

La información microfilmada se estima que es en un ochenta
y cinco por ciento. Todos los rollos que se encuentran en ese
departamento están en original, es decir que no han sido du-
plicados, lo que debe hacerse con suma urgencia, ya que si se
deterioran los rollos originales, no podrían reponerse, porque
el material en muchos casos ya no existe por destrucción. Un
equipo de doble cámara podría ser una solución, porque sa-
caría de una sola vez las dos películas.

Existen también unos índices de listados de asientos, que
principian en 1879 y terminan en 1974. Estos listados también
son de gran utilidad para establecer el volumen de información
que se tiene en el Registro y están organizados para su iden-
tificación por años y por apellidos. Aunque debe indicarse que
los libros de listados, no reflejan exactamente la cantidad de
partidas microfilmadas, las que constituyen la fuente más con-
fiable.

La codificación se hace con número de municipio, libro y
partida. Por ejemplo: 281-90-1668: 281, código del municipio;
90, tomo y 1668 número de partida.

VII. LA REPOSICIÓN DE REGISTROS. REPOSICIÓN
DE PARTIDAS DE NACIMIENTO

Los conflictos que han sacudido a la república de Nicaragua
en los últimos años, han producido el deterioro o destrucción
de diversos registros públicos, por lo que por decreto número
240 de la Junta de Gobierno de Reconstrucción Nacional, se
dictó la Ley de Reposición de Registros, en la que se fijó el
procedimiento general para reconstruir los asientos de inscrip-
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ción en los registros públicos, entre ellos el de las personas.
En ella se ordenó que cuando los libros hubieran sido micro-
filmados o existiera un Registro Central, se efectuara el tras-
lado o transcripción de las inscripciones a los nuevos libros
que deberían abrirse. Por diversos motivos, entre ellos el costo
de la operación y la falta de personal para realizarlo, no ha
podido cumplimentarse esta disposición.13

La presión de la población en cuanto a constancias de na-
cimiento, obligó a dictar una especial Ley de Reposición de Par-
tidas de Nacimiento, el decreto 910 del 21 de diciembre de
1981,14 la que fue enriquecida con una Ley Complementaria
de Reposición de Partidas de Nacimiento, ley número 10 de
3 de octubre de mil novecientos ochenta y cinco, en la que se
estableció un cuidadoso procedimiento y se concedió un plazo
hasta el treinta de octubre de mil novecientos noventa para
que los interesados repongan sus partidas, pasado el cual el
procedimiento se sujetará a las disposiciones del Código Civil.

El procedimiento es sumario y los requisitos son mínimos,
pero la ley establece mecanismos de control e impugnación
que pueden utilizar personas interesadas o el propio Estado.
Para reponer la partida de nacimiento, el interesado debe pre-
sentar una negativa extendida por el Registro Civil y dos tes-
tigos mayores de veintiún años, debidamente identificados.
Cumplidos estos requisitos, y recibida la declaración de los
testigos, se procede a dictar la sentencia de reposición que
debe ser inscrita por el Registro correspondiente.

Se han dado situaciones especiales en cuanto a la reposición,
que se refiere a la falta de documentos de identificación de
las personas interesadas en el procedimiento, y especialmente,
se supone que existen muchos casos de doble inscripción. En
el caso de la población desplazada con motivos de la crisis
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13 La Gaceta, Diario Oficial, año LXXXIV, núm. 11, lunes 14 de enero de
1980. Esta Ley fue reformada por el decreto 533 de 1º de octubre de 1980;
Idem, año LXXXIV, núm. 232, jueves 9 de octubre de 1980.

14 Idem, año LXXXIX, núm. 200, viernes 18 de octubre de 1985, y núm.
290, de 21 de diciembre de 1981.
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de los últimos años.15 No existen, y esta es una deficiencia
fundamental del sistema, mecanismos de control para las ins-
cripciones dobles o fraudulentas. La Ley de reposición indica
que podrán impugnarse las reposiciones resueltas, cuando se
prueba la no identidad personal, esto es, cuando la partida
que se pretende reponer no corresponde al verdadero nombre
del beneficiado; cuando se prueba la falsedad de su contenido
y cuando se recurre al procedimiento de reposición para alterar
la edad y eludir el servicio militar obligatorio. Han existido
juicios muy publicitados por este último motivo; en uno de
ellos, incluso, se inició proceso penal contra abogados corres-
ponsables de la infracción y hemos podido detectar también
algún caso en el cual se tramitó una reposición fraudulenta
para lograr viaje de menores al extranjero sin autorización de
los padres.

Al tratar el tema, desde el centro de interés de los procesos
electorales, creemos se magnifica su importancia, suponiendo
que existe una manipulación del procedimiento de reposición
para aumentar el censo electoral y propiciar el doble voto. Un
buen sistema de automatización de los datos contribuye en
gran medida a lograr un control adecuado de estos casos,
cuando se presenten. Y debe mantenerse un sistema flexible
que dé facilidades a la población para regularizar su inscrip-
ción en el Registro.

Los principios fundamentales de publicidad, legitimación y
fe pública del sistema de registro de las personas, obligan a
establecer medios para superar la inexactitud y lograr la con-
cordancia entre la realidad jurídica y la vida registral. Se debe
lograr la concordancia entre la realidad y el registro en todo
supuesto en que haya una discordancia la que consiste en
toda inexactitud o falta de paralelismo entre la realidad jurí-
dica y el contenido del Registro Civil. El paso de la exactitud
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a la inexactitud, se subsana por medio de la rectificación. Es
necesario que:

legalmente se determinen las causas que puedan dar origen a la
discordancia entre Registro Civil y realidad; que se regule un pro-
cedimiento de rectificación del Registro, porque la subsistencia del
estado de inexactitud o discordancia registral constituye un grave
peligro, así como un semillero de confusiones para la existencia,
identificación y estado de las personas. Finalmente, estimamos que
también deben de dictarse normas que regulen los medios (directos
o indirectos) rectificadores del Registro Civil inexacto. Todo ello en
aras de una mayor seguridad jurídica, principio supremo del de-
recho y de toda comunidad organizada.16

La rectificación debe hacerse: cuando un hecho que debe
inscribirse no haya tenido acceso al Registro; cuando el asiento
hecho no contenga todos los datos que deba tener; cuando
permanece un asiento inalterado a pesar de que la realidad
ha cambiado, por ejemplo por causa de matrimonio o de muer-
te y cuando en general, el acto inscrito sea nulo o se incurra
en defectos formales. Y naturalmente, cuando los libros de
inscripción hayan sido deteriorados o destruidos.

Debe establecerse un procedimiento administrativo, con ga-
rantías de procedimiento, para agilizar el trámite de rectifica-
ción y de reposición, sustrayendo de los tribunales su conoci-
miento. Se pueden encontrar mecanismos de control para
evitar dobles inscripciones o inscripciones fraudulentas o rec-
tificaciones de las mismas características.

Los datos de reposición tramitadas, así como la cuantifica-
ción reportada antes sobre los asientos operados en las oficinas
registrales, revelan una situación especial que es el subregistro
de nacimientos, pero especialmente de muertes, que se atribu-
yen a no registro, registro con error y otras anomalías. El no
registro oportuno de nacimientos, en general es subsanado pos-
teriormente, por la presión administrativa sobre las personas,
pero el subregistro de muertes es en gran medida definitivo,
lo que “falsea la estadística del país, en lo que al movimiento
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16 Rico Pérez, Francisco, “Concordancia entre Registro Civil y la realidad”,
Revista de Derecho Privado, Madrid, diciembre de 1974, p. 975.
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demográfico se refiere, desde luego que cada año dejan de
figurar en ella gran número de nacimientos de los ocurri-
dos...”.17 Deben buscarse procedimientos para subsanar esas
deficiencias, algunos de los cuales se proponen en parte pos-
terior de este informe.

VIII. REGISTRO ELECTORAL. TRES MODELOS EN CENTROAMÉRICA

Posiblemente el problema de un buen Registro Electoral es
el central en este momento, porque en la mayoría de los países,
donde existen, no están en buenas condiciones, adolecen de
deficiencia técnica, no tienen los datos completos y no son
suficientemente confiables. Recopilar la información adecuada-
mente, computarizarla, depurarla, son pasos de gran dificultad
técnica que requieren de grandes esfuerzos, pero se han hecho
intentos encomiables en los últimos años en esa línea. En este
aspecto se producen tres modelos: uno constituido por Costa
Rica, que inspiró la última reforma de Honduras; Guatemala y
El Salvador, por otro lado, y Nicaragua que es un caso especial.

Costa Rica sigue siendo pionera en este campo. Del Tribunal
Supremo Electoral depende en forma exclusiva el Registro Ci-
vil cuyas funciones, por disposición constitucional, son llevar
el Registro Central del Estado Civil y formar las listas de elec-
tores, resolver las solicitudes para adquirir y recuperar la calidad
nacional así como pérdida de nacionalidad, ejercer las senten-
cias que suspendan la ciudadanía y resolver gestiones para
recobrarla, y expedir las cédulas de identidad (artículo 104).

El registro es permanente y de conformidad con el artículo
95 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y
del Registro Civil, la cédula de identidad es documento de
presentación obligatoria para emitir el voto, pero también para
múltiples actos de la vida civil: actos notariales, gestiones ad-
ministrativas y judiciales, firmar actas matrimoniales, ser nom-
brado empleado o funcionario del Estado y municipios, for-
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malizar contratos de trabajo, obtener pasaporte, formalizar afi-
liación al seguro social, matricular a los hijos en escuelas y
colegios públicos y privados, obtener licencia de conducir, et-
cétera, lo que implica que es indispensable. Al expedirse la
cédula automáticamente el ciudadano queda inscrito en el pa-
drón como elector en el domicilio señalado.

El Registro Civil tiene su sede en la capital y tiene dos
departamentos, uno Civil y otro Electoral bajo la autoridad de
un director general. Este último tiene la siguientes funciones:
expedir la cédula de identidad, realizar el empadronamiento,
formar la lista general de electores o Padrón Nacional Electo-
ral, confeccionar el padrón-registro y el padrón-fotográfico
para cada junta receptora de votos, dar cumplimiento a las
sentencias judiciales, preparar el material electoral, mantener
actualizado el Padrón Nacional y llevar el registro de solici-
tudes de cédula. Con un cuidadoso procedimiento se realiza
la emisión y entrega de cédulas de identidad,18 con interven-
ción de las unidades administrativas que son las siguientes:
de Estudios y resoluciones, de Padrones e índices, de Cédulas
y fotografías, de Rectificación de solicitudes, de Defunciones y
Despacho electoral. Debe llamarse la atención que en todas las
cédulas se incluye una fotografía del titular, y que existen
muchas operaciones técnicas y operativas con controles muy
estrictos, orientados a garantizar una exacta inclusión del ciu-
dadano en la lista de electores, especialmente que esté una
sola vez y que su domicilio, que implica su lugar de votación,
sea el correcto. Cada junta receptora de votos, durante el pro-
ceso electoral, recibe dentro del material electoral que le co-
rresponde las tarjetas del padrón fotográfico, así que tiene
como medios de control de los votantes la lista alfabética o
padrón-registro de los electores, las tarjetas del padrón foto-
gráfico y naturalmente la cédula de identidad que debe pre-
sentar el elector. Cuatro meses antes de los comicios vence el
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18 Para una descripción detallada del procedimiento vid. Villegas Antillón,
Rafael, El Tribunal Supremo de Elecciones y el Registro Civil de Costa rica. Análisis
jurídico-estructural y técnico, San José de Costa Rica, Centro Interamericano de
Asesoría y Promoción Electoral, 1987, pp. 36 y ss.
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término para presentar solicitudes de emisión de cédula o tras-
lado y dentro de tres meses anteriores no se puede modificar
la lista de electores.

Existe un censo electoral permanente en continuo movimien-
to de actualización, en el que se inscribe a los nuevos electores,
se excluye a los fallecidos y a los inhabilitados. Su vinculación
con el Registro del Estado Civil permite un control inmediato
y cruzado de los cambios. Existen oficinas regionales para
facilitar las inscripción y además se producen programas de
empadronamiento ambulante por lo que se busca a los ciuda-
danos en su propio domicilio. Con la inscripción de los naci-
mientos

podemos saber con la antelación suficiente, cuántas son las personas
que, después de las elecciones de 1986 y antes de las elecciones de
1990, habrán cumplido o deberán cumplir los 18 años...; tener co-
nocimiento previo del número de ciudadanos que habrá de incluirse
en el Padrón nos permite metas para captarlos oportunamente y
mantener las listas electorales al día.19 

El sistema de computación electrónica fue incorporado en
1977, y así se modernizó el almacenamiento de datos que antes
se mantenían en tres tarjeteros de Padrón Nacional Electoral:
alfabético, por orden númerico y por jurisdicción geográfica.
Actualmente se utiliza un sistema de cómputo adecuado a este
propósito, de manera que se lleva un registro en un banco de
datos con los convenientes respaldos en cintas magnéticas y
su consulta se realiza por medio de terminales conectadas a
la computadora central.

Existe una oficina llamada de Contraloría Electoral, a la que
corresponde fiscalizar, verificar y contabilizar las operaciones
del Registro Electoral. Mensualmente a través del computador
se realiza un arqueo de inclusiones y exclusiones, a efecto de
depurarlo, y dicha oficina lleva el control de las operaciones
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gistro electoral en América Latina, San José de Costa Rica, Centro Interamericano
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Dominicana, 1988, p. 35.
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como una auditoría empresarial. Y esto permite tener una lista
provisional permanente de electores que se publica periódica-
mente para permitir su actualización.

En Honduras, se tuvo muy presente la experiencia costarri-
cense para la elaboración reciente de su Registro Electoral.
Como en todos los países de la región, durante mucho tiempo
no existió registro permanente y se elaboraban las listas de
electores en ocasión de cada consulta.20 En la constitución vi-
gente se define como organismo electoral al Registro Nacional
de las Personas, con jurisdicción en todo el territorio, sede en
la capital y bajo la dependencia del Tribunal Nacional de Elec-
ciones (artículo 54) con la función principal de realizar la iden-
tificación y registro de la población del país.

Tiene su propia ley, el decreto número 150 de 17 de no-
viembre de 1982, que indica que tiene a su cargo el Registro
Civil, extenderá la tarjeta de identidad única, registrará todos
los hechos y actos del estado civil de las personas y elaborará
de oficio y en forma exclusiva el Censo Nacional Electoral
(artículo 4), que es el registro ordenado de los ciudadanos con
capacidad para votar. Tiene dos departamentos, la División
del Registro Civil y la División del Registro Electoral. Sobre
la base del listado preliminar, del listado general de electores
y del padrón fotográfico electoral elaborará el Censo Nacional
Electoral.

La tarjeta de identidad constituye documento de identifica-
ción e instrumento para ejercer el sufragio. Tiene un procedi-
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20 En los países del Cono Sur, por el contrario, existe un registro electoral
desde finales del siglo pasado. En Uruguay, por ejemplo, el Registro Cívico
Permanente se creó de acuerdo a la Ley del 28 de marzo de 1893, la que fue
sustituida por otra de abril de 1898. Se argumentó, para anular el primer
registro, el “no haberse tomado al constituirlo las garantías eficaces de que el
sufragio fue ejercido por quienes, en su gran mayoría al menos, se encontrasen
en el pleno goce de la ciudadanía”, y que al hacer el nuevo registro “sólo se
exigía que sometiera ese estado político a una nueva justificación que devol-
viera al Registro Permanente el prestigio a que esa institución es acreedora”,
Fernández y Medina, B., Ley de Registro Cívico Permanente de la República Orien-
tal del Uruguay, Montevideo, talleres gráficos A. Barreiro y Ramos, 1910, p. 5.
(Concordada, anotada y complementada con diversas disposiciones y formu-
larios por...).

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 1995. Instituto de Investigaciones Jurídicas - Universidad Nacional Autónoma de México 
Corte de Constitucionalidad de Guatemala

Libro completo en: https://goo.gl/kBvWD2



miento muy cuidadoso para emitirse con un código “con ga-
rantía de que no repetirá en el término de cien años”, lo que
la convierte en identificación vitalicia.

El censo es público, permanente y sujeto a revisión constante
para realizar su depuración incorporando a los nuevos electo-
res, eliminando a los fallecidos, suprimiendo inscripciones re-
petidas y las hechas “en fraude a la Ley”, para lo cual existe
acción pública. Las listas de cancelación deberán publicarse al
menos trimestralmente en el Diario Oficial y en otros dos. El
listado general es elaborado electrónicamente con los datos
esenciales. Se llevará por triplicado, el original para el Registro
y las copias una para el Tribunal Nacional de Electores y otra
se depositará en las bóvedas del Banco Central bajo custodia
del Tribunal. El listado provisional se publica 120 días antes de
las elecciones para tramitar reclamos, y el listado definitivo
deberá estar concluido un mes antes.

El padrón fotográfico, que constituye un medio accesorio de
identificación del votante, se enviará a las mesas receptoras
de votos, y constituye el día de las elecciones un instrumento
auxiliar. El archivo de padrones electorales se lleva tomando
en cuenta el orden alfabético, el lugar de solicitud y la sepa-
ración por sexo, ya que Honduras es uno de los pocos países
en el que hombres y mujeres votan en mesas separadas. Contra
las resoluciones del Registro, cabe el recurso de reposición y
subsidiariamente el de apelación ante el Tribunal Nacional de
Elecciones.

Otro modelo se produce en Guatemala y El Salvador, donde
no existe un registro único, sino dos paralelos: el Registro Civil
a cargo de las municipalidades que extienden una cédula de
vecindad o identidad a sus habitantes, con base en la cual se
elabora un registro de electores, que emite un documento dis-
tinto de identificación, específicamente electoral.

El Registro de Ciudadanos en la Ley Electoral de Guatemala,
se instituye como un órgano técnico del Tribunal Supremo
Electoral, que tiene a su cargo todo lo relacionado con las
inscripciones de los ciudadanos, la elaboración del padrón elec-
toral, la ejecución de sentencias judiciales, inscripción y fisca-
lización de organizaciones políticas, e inscripción de candida-
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tos. Tiene su sede en la capital con delegaciones en todos los
municipios y dos departamentos, el de Organizaciones Políti-
cas y el de Inscripción de Ciudadanos y Elaboración de Pa-
drones. Es un órgano muy importante y a pesar de su de-
pendencia del Tribunal Supremo Electoral, se desenvuelve con
relativa autonomía.

El padrón electoral se forma con base en los padrones mu-
nicipales, que contienen la lista de los residentes. Es perma-
nente y está sujeto a continua actualización y depuración. La
inscripción se hace diariamente y periódicamente las delega-
ciones envían un reporte al departamento central de inscripcio-
nes, donde con el auxilio del Departamento Electrónico de Da-
tos se analiza la información solicitada, a efecto de formular
una constancia de inscripción, que es una boleta que certifica
la ciudadanía. La base para su expedición está en la presen-
tación de la cédula de vecindad, documento que expiden las
municipalidades. Los datos deben mantenerse actualizados, es-
pecialmente el del domicilio, que determina el lugar donde se
ejerce el sufragio, porque conforme a la residencia, se elaboran
las listas que utilizan las mesas receptoras de votos.

Existe una opinión generalmente compartida de que la cé-
dula de vecindad, que sirve de base a la elaboración del pa-
drón electoral, no es un documento confiable y que no pre-
senta garantía para el ejercicio de los derechos políticos y
tampoco de los civiles y actividades cotidianas, porque fue
técnicamente mal diseñada hace muchos años y puede fácil-
mente alterarse o duplicarse. El Tribunal Supremo Electoral ha
realizado estudios orientados a su modificación, en dos posi-
bles direcciones: emisión de una cédula electoral, con base en
las de vecindad sujetas a un control por parte del Tribunal o
centralización de los registros y emisión de cédula única de
identidad sobre el modelo costarricense y hondureño.

En El Salvador, la Constitución (artículo 77) indica que para
el ejercicio del sufragio es condición indispensable estar ins-
crito en el Registro Electoral, elaborado en forma autónoma
por el Consejo Central de Elecciones y distinto a cualquier
otro registro público. Se orientaba esta decisión a mejorar los
registros electorales anteriores, que se basaban, como en Gua-
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temala, en la cédula de vecindad. Así, no eran autónomos
porque dependían de la información suministrada por las mu-
nicipalidades, que no era confiable y tenía muchos errores que
se trasladaban al nuevo registro. Y las cédulas se expedían sin
control por los gobiernos locales, lo que permitía duplicación
y uso fraudulento de esta documentación, incidía en la falta
de pureza de los comicios. El 29 de mayo de 1986 se emitió
la Ley de Registro Electoral que desarrolló el principio cons-
titucional y permitió se elaborara una nueva inscripción de
ciudadanos teniendo como base los datos que el Consejo ob-
tuvo directamente de las partidas del Registro Civil.

En el Código Electoral vigente, de 1988, se unificó en un
sólo cuerpo legal toda la normativa en materia electoral, se
ordena organizar el cuerpo electoral en un registro de ciuda-
danos elaborado en forma autónoma, para que se vote una
sola vez, facilite el ejercicio del sufragio y que la votación sea
masiva sin perjuicio de la pureza y credibilidad del proceso
electoral. Contempla el Registro Electoral como una dependen-
cia del Consejo, de carácter permanente y público, que tiene
como base las certificaciones o copias de todas las partidas de
nacimiento que tiene el Consejo en sus archivos. Las alcaldías
municipales tienen obligación de enviar al Consejo, certifica-
ción de todas las partidas que se asienten en sus registros
civiles en el plazo de diez días. Inscrito el ciudadano, se pro-
cede a emitir el carnet electoral, que además de los datos per-
tinentes tiene la fotografía del elector. Está sujeto a permanente
actualización y depuración con un sistema computarizado.21

IX. EL REGISTRO ELECTORAL EN NICARAGUA

Es pertinente, por las funciones que desempeñan en el re-
gistro de electores, hacer una breve referencia a los organismos
electorales. El análisis de la estructura de los órganos encargados
de planificar y llevar a cabo los procesos electorales, es de
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21 Sobre el marco legal y operacional y las implificaciones de las reformas
a la ley electoral, Panorama del proceso electoral salvadoreño, Washington, Natio-
nal Democratic Institute, Mass., febrero de 1989.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR © 1995. Instituto de Investigaciones Jurídicas - Universidad Nacional Autónoma de México 
Corte de Constitucionalidad de Guatemala

Libro completo en: https://goo.gl/kBvWD2



gran importancia, porque su integración y atribución de com-
petencia permite descubrir el grado de independencia en di-
chos procesos y si los mismos están realmente controlados por
los ciudadanos sin intervención del Estado.

En los cinco países de Centroamérica, existe un sistema pi-
ramidal de órganos que se encargan de los procesos, en cuyo
vértice están los consejos o tribunales supremos. Los órganos
inferiores, en general, responden a exigencias de las divisiones
territoriales, políticas o administrativas. En la base de esa pi-
rámide, se encuentran las juntas receptoras de votos, a las que
se atribuyen competencias de gran importancia.

Si tomamos en cuenta dos criterios para clasificar los con-
sejos o tribunales, las características de su composición y el
mecanismo de su integración, podemos considerar dos grupos
para sus análisis, según el grado de participación de los sec-
tores políticos. En el primer grupo están Costa Rica y Guate-
mala, en los cuales en su composición no se acepta la repre-
sentación de los partidos políticos y además se establece un
mecanismo sui generis para la designación, completando el es-
quema, con un estatuto de autonomía funcional y economía
muy amplia. En los otros países, inclusive Nicaragua, el go-
bierno central y los partidos políticos tienen significativa par-
ticipación en diversos niveles y diverso grado, lo que ha sido
motivo de continuos conflictos. Hasta finales de la década del
cuarenta, la organización y control de los procesos electorales
estaba en manos de los poderes Ejecutivo, que se hacía cargo
de su organización y administración, y el Legislativo, a quien
competía la calificación, lo que naturalmente motivó muchos
abusos y corruptelas bien conocidas y constituyó fuente de
desarreglos en el sistema político, lo que orientó a la reforma
electoral que modificó el sistema de organismos electorales y
competencias.

En la República de Nicaragua, la Constitución, que es la
más reciente de todas, dedica especial atención al tema elec-
toral. El artículo 129 identifica cuatro poderes, uno de ellos el
Poder Electoral, junto a los clásicos, que son independientes
entre sí y se coordinan armónicamente y el 139 abunda al
indicar que los funcionarios de los “cuatro poderes elegidos
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directa e indirectamente” responden ante el pueblo y deben
informarle de sus actividades y trabajo. Todo el capítulo VI
del título VIII se dedica al “Poder Electoral”, al que corres-
ponde en forma exclusiva la organización, dirección y vigilan-
cia de las elecciones, plebiscitos y referendos (artículo 168).22

Está integrado por cinco magistrados con sus respectivos
suplentes elegidos por la Asamblea Nacional, de ternas pro-
puestas por el presidente de la República, y la propia Asam-
blea elegirá al presidente entre los electos (artículos 168, 169
y 170). Este procedimiento produjo mucha polémica y en las
últimas reformas a la Ley Electoral se llegó a un convenio en
virtud del cual “para fortalecer el pluralismo político consig-
nado en la Constitución”, el presidente solicitará a los partidos
políticos que gozan de personalidad jurídica, exceptuando el
de gobierno, las listas para integrar las ternas, y tomará en
cuenta estas listas para la integración de dos de las ternas.23

ANÁLISIS DEL REGISTRO CIVIL EN NICARAGUA 41

22 “The electoral branch of government is particulary significant as long
as the direction of the revolution is ultimately decided by those who control
state power. Thus the exercise of political power by any political party, in-
cluiding the F.S.L.N., would be restrictied to those enjoying popular support,
as duly expresses through electoral process. Guaranteeing realibility of the
elections, though an independent branch of government, is then central for a
democratic representative from of government”, Azicri, Max, “The 1987 Nica-
raguan Constitution: an analitical comentary”, Review of Socialist Law, Univer-
sity of Leyden, vol. 15, núm. 1, 1989, p. 17; vid. también Reding, Andrew,
“Nicaragua’s New Constitution”, World Policy Constitution, primavera, 1987, p.
262; Análisis de las leyes electorales de Nicaragua, informe de una Misión de
Asistencia Técnica, División de Administración del Desarrollo, Departamento
de Cooperación Técnica para el Desarrollo, Naciones Unidas, preparado por
Horacio Boneo, Horacio Cassinelli Muñoz y Rafael López Pintor; y La Consti-
tución: nuestro compromiso con el futuro, Managua, s.l., s.f.

23 Un jurista costarricense comenta que es una “buena copia del Tribunal
Supremo de Elecciones. Única variante censurable introducida... es el origen
de los integrantes del Consejo Supremo en nombramientos de la Asamblea
Nacional de ternas propuestas por el presidente de la República... creemos
que se han inspirado en las disposiciones de nuestra constitución tocantes a
nombramientos de magistrados de Corte Plena por nuestra Asamblea Legisla-
tiva, lo que es grave error. Este es uno de los aspectos peores de nuestra
Constitución, ya varias veces denunciado como falla institucional, que amenaza
la independencia e imparcialidad judiciales”, Ortiz Ortiz, Eduardo, Comentarios
sobre la Constitución sandinista,  San José de Costa Rica, Lehman editores, 1987,
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Sus atribuciones más importantes son: organizar y dirigir
las elecciones; designar a los miembros de los organismos in-
termedios; elaborar el calendario electoral; resolver las impug-
naciones hechas a los organismos electorales subordinados y
reclamaciones e impugnaciones de los partidos; tomar medidas
para garantizar normalidad del proceso; demandar a los orga-
nismos correspondientes condiciones de seguridad para los
partidos participantes; efectuar el escrutinio definitivo y hacer
la declaratoria definitiva de los resultados.24

Además, para la organización electoral existirán nueve con-
sejos electorales regionales nombrados por el Consejo Supremo
Electoral, el que deberá tomar en cuenta para las designaciones
el pluralismo político establecido en la Constitución, conjunta-
mente con el resultado de las últimas elecciones de autoridades
supremas en un justo equilibrio. Entre sus atribuciones está la
de nombrar a los miembros de las juntas receptoras de votos,
que es el organismo que está en la base de la organización
electoral y que tiene las más importantes atribuciones en cuan-
to a inscripción de los ciudadanos, manejo de la elección y
realización del escrutinio. Cada partido político, alianza de
partidos y asociaciones de suscripción popular tiene derecho
a nombrar un fiscal y su respectivo suplente ante el Consejo
Supremo Electoral, los consejos regionales y las juntas recep-
toras de votos durante las inscripciones; para las votaciones y
escrutinios, solamente los partidos, alianzas de partidos y aso-
ciaciones de suscripción popular que tengan candidatos inscri-
tos podrán ejercitar ese derecho.

En Nicaragua no existe un censo permanente de electores
y se carece incluso de censos nacionales actualizados, ya que
el último se realizó en 1971. Se trató de efectuar uno en 1983
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p. 95. En realidad, el modelo que se tomó fue el de la Ley Electoral de la
República de Guatemala y no la Constitución costarricense.

24 Fiallos Oyanguren, Mariano, “Las elecciones en Nicaragua”, Sistemas elec-
torales y representación política en Latinoamérica, Madrid, Fundación Friedrich
Ebert, 1986, pp. 329-340.
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pero no fue posible hacerlo por el elevado costo que eso sig-
nificaba y la situación de conflicto de ese año. Además, como
se ha indicado antes, el Registro del Estado Civil de las Per-
sonas funciona con muchas limitaciones. Por esto se ha op-
tado, como fue común hasta hace algunos años en la mayoría
de los países de América Latina, por elaborar un sistema de
registro para cada elección.

En los capítulos II y III del título IV de la Ley Electoral
(artículos 33-49) se establece el procedimiento de inscripción
de ciudadanos. El Consejo Supremo Electoral estipula el nú-
mero de juntas receptoras de votos, que son las encargadas
de la inscripción, de acuerdo con el número estimado de elec-
tores y ubicación de la población, para lo que cuenta con la
colaboración del Instituto Nicaragüense de Estadísticas y Cen-
sos (INEC) y del Instituto Nicaragüense de Estudios Territo-
riales (INTER). Estas juntas se ubican en lugares adecuados en
el propio vecindarios y se integran por vecinos conocidos, para
facilitar el acceso de los ciudadanos y controlar las posibles
inscripciones fraudulentas. Cada elector no puede inscribirse
más que en una circunscripción, que es la del lugar de su
residencia habitual, tiene obligación de inscribirse y vota en
la misma junta donde se inscribió.

El ciudadano comparece personalmente y para identificarse
y justificar su edad, puede presentar la certificación de su par-
tida de nacimiento, tarjeta de identificación del seguro social,
licencia de conducir, pasaporte, o cualquier otro documento
que lo identifique. Y cuando no tenga ninguno de ellos, lo que
no es infrecuente, puede presentar dos testigos idóneos que den
fe de su identidad, así como del lugar de su nacimiento. La
Junta evalúa las pruebas presentadas “según las reglas de la
sana crítica” para resolver la inscripción.

Aceptada su inscripción, la junta incluirá al ciudadano en
el catálogo de electores, que son los libros que contienen el
cuerpo electoral y que contienen la ubicación de la junta, nú-
mero y código de inscripción, nombre y apellidos del ciuda-
dano, fecha y lugar de nacimiento, sexo, lugar de residencia
habitual y dirección, firma y huella digital del inscrito o en
su caso una de ellas, forma de identificación y casilla para
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hacer constar en su oportunidad si ejerció o no el derecho de
voto. Estos libros son firmados por los funcionarios responsa-
bles y los fiscales de los partidos, si lo desean. Se llevan por
duplicado y son enviados al concluir el periodo de inscripción
al Consejo Supremo Electoral y al consejo regional que corres-
ponda. Realizada la inscripción, se le entrega al ciudadano
inscrito una libreta cívica, documento que acredita su calidad
de elector para los comicios, y que contiene la ubicación de
la junta, número y código de inscripción, fecha y lugar de na-
cimiento, sexo, firma y huella digital, casilla para marcar el
ejercicio del sufragio y la firma del presidente de la junta.

Las juntas receptoras deben publicar las listas de inscritos
por medio de carteles fijados en los lugares de inscripción por
lo menos durante diez días para permitir a las personas afec-
tadas o a los partidos y organizaciones políticas, reclamos per-
tinentes y el Consejo Supremo debe publicar en los medios de
publicación las series y numeraciones correspondientes a cada
región de los catálogos de electores y de las libretas cívicas.
Los interesados podrán solicitar ante el Consejo Electoral co-
rrespondiente que se corrijan los errores de inscripción, las
inclusiones incorrectas y las omisiones.

Existen delitos electorales específicos en materia de inscrip-
ción con penalidades fuertes, entre ellos, pretensión de inscri-
birse o votar más de una vez, obstaculización de los actos de
inscripción y votación, asistencia con armas a los actos elec-
torales, inscripción duplicada y utilización de datos falsos en
la inscripción.25
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25 Zelaya Velásquez, Rosa Marina, “El registro electoral en Nicaragua”, El
registro electoral en América Latina, San José de Costa Rica, Junta Central Elec-
toral de la República Dominicana y Centro Interamericano de Asesoría y Pro-
moción Electoral, 1988, pp. 121-134 y Samper Blanco, Jorge, “El Parlamento
centroamericano y la legislación nicaragüense”, ponencia al Seminario-taller
Los asuntos jurídicos del Tratado del Parlamento Centroamericano, patrocinado por
el Instituto de Relaciones Europeo-Latinoamericanas (IRELA), en Managua, Ni-
caragua, el 30-31 de octubre de 1989. Mss.
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X. LA INSCRIPCIÓN ELECTORAL PARA LAS ELECCIONES
GENERALES DE FEBRERO DE 1990

Uno de los temas que ocupó especial atención en el diálogo
nacional, que fijó las regla del juego entre el gobierno y la
oposición para llevar adelante el proceso electoral, fue el del
Registro Electoral. La oposición planteó varias demandas:

1) La creación de un documento nacional de identidad;
2) Un límite de cuatrocientos inscritos por cada junta recep-

tora de votos;
3) Entrega de los catálogos electorales a los partidos sesenta

días antes de la fecha de las elecciones;
4) Entrega a los fiscales de copias de las actas de las juntas;
5) Modificación de las fechas de inscripción que había fijado

el Consejo Supremo Electoral;
6) Información a los partidos diez días antes de la elección

sobre la demarcación de las juntas;
7) Pago de viáticos a los fiscales de los partidos;
8) Criterio pluralista en la designación de los funcionarios

de las juntas, y
9) Inscripción y voto a los residentes en el extranjero.
El gobierno accedió a todas estas peticiones, con excepción

de dos. En cuanto a la inscripción y voto de residentes en el
extranjero, se mantuvieron vigentes las previsiones de la Ley
Electoral, que constituyen una excepción en el derecho electo-
ral latinoamericano, ya que permiten la inscripción en el ex-
tranjero, pero con la obligación de votar en el país. En los
últimos años, el tema se ha debatido muy vivamente, como
consecuencia de desplazamientos internos por los conflictos,
migraciones masivas de refugiados y número elevado de asi-
lados políticos. En general, no se ha manifestado una opinión
adversa a la decisión, que no ha sido tomada, esgrimiendo
razones de dificultad administrativa en su implementación.
Debe tomarse en cuenta, la elevada migración laboral despla-
zada a países vecinos, pero especialmente a Estados Unidos,
y la masiva presencia de refugiados, desplazados internos y
de asilados políticos. Se autorizó a los nicaragüenses que se
encontraran en el extranjero, a inscribirse en el consulado con
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jurisdicción en el lugar de su residencia en periodos habilita-
dos pero deberían votar en Nicaragua en los lugares que el
Consejo Supremo Electoral determinara. El número de ciuda-
danos que utilizaron esta prerrogativa no fue significativo.26

Como en otros países de América Latina, aunque con menos
magnitud, se ha producido permanente discusión por la posi-
bilidad de que extranjeros inscritos fraudulentamente puedan
participar en los comicios. Especialmente la migración laboral
de carácter ilegal, induce a los extranjeros a inscribirse, en
forma anómala, como nacionales que lo hacen extemporánea-
mente, lo que soluciona su situación migratoria, pero les abre
posibilidad del ejercicio de la ciudadanía. En busca de contro-
lar esa situación, que muchas veces se magnifica por los par-
tidos en periodo de campaña electoral, las legislaciones tipifi-
can diversos delitos electorales.

En cuanto a la elaboración de un documento nacional de
identidad, base de un registro electoral permanente, se consi-
deró, en atención a recomendaciones técnicas, que era impo-
sible por razones de tiempo, realizarlo,27 y esta demanda se
sustituyó por un compromiso en el sentido de que el Consejo
Supremo Electoral continuaría realizando gestiones ante go-
biernos extranjeros y organismos internacionales para obtener
apoyo técnico y financiero para iniciar la cedulación de los
ciudadanos nicaragüenses, para que esté concluida antes de
las elecciones de 1996.28
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26 Reglamento para la inscripción de ciudadanos nicaragüenses en el extranjero,
Consejo Supremo Electoral, 31 de agosto de 1989.

27 Figueredo, Carlos Armando, et. al., Report of the Electoral Mission to Ni-
caragua, Supreme Electoral Council Republic of Venezuela, Caracas, marzo, 1989;
Informe del Tribunal Supremo de Elecciones de Costa Rica, 22 de marzo de
1989, Mss. y Establishing the ground rules. A Report on the Nicaragua Electoral
Process, Boston, Massachusetts, Hemisphere Initiatives, 1989, p. 11.

28 “Acuerdo político celebrado entre el presidente de la República de Ni-
caragua, comandante de la revolución, Daniel Ortega Saavedra y los repre-
sentantes de los partidos políticos legalmente constituidos, reunidos los días
3 y 4 de agosto de 1989 en el Centro de Convenciones Olof Palme en la
ciudad de Managua”, en Elecciones Nicaragua 1990. El Proceso en Marcha, Ma-
nagua, Mss., 1990. Vid. También Presentación de los partidos de oposición del 29
de marzo de 1989, al presidente de la República, Mss.
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Inicialmente, el Consejo había fijado dos periodos de tres
días cada uno para realizar la inscripción, 8-9-10 de septiembre
y 27-28-29 de octubre, pero por presiones de la oposición se
decidió finalmente que fueran los cuatro primeros domingos
de octubre, lo que hizo necesario un esfuerzo especial en la
organización administrativa y logística, con limitados recursos
y falta de una infraestructura adecuada especialmente en trans-
portes y comunicaciones. Se estimó que durante cada periodo
de inscripción se movilizó un número aproximado de cincuen-
ta y cinco mil personas, a las que debió entrenarse previamen-
te, y además se organizó un programa de información para
toda la población.

Tomando como base la división del territorio nacional esta-
blecido en la Ley de División Política Administrativa,29 el Con-
sejo Supremo Electoral integró 4 mil 394 juntas receptoras de
votos, en las que se inscribieron un millón 750 mil 548 ciuda-
danos para participar en las elecciones de febrero, lo que rep-
resenta el 88.84 por ciento de la población apta para votar, y
que significó un incremento del 12.3 por ciento en comparación
con la participación en las elecciones anteriores de 1984. En
el cuidadoso y muy completo informe de la Misión de Obser-
vadores de las Naciones Unidas encargada de verificar las
elecciones en Nicaragua (ONUVEN), se concluye en que “el
desarrollo del proceso de inscripciones puede considerarse
como exitoso”,30 y en este sentido se manifestaron también los
otros grupos de observadores y los propios partidos de opo-
sición.
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29 Ley núm. 59, Ley de División Política Administrativa, 15 de agosto de
1989; vid. también Codificador de la división político-territorial de la República de Ni-
caragua, Managua, Instituto Nacional de Estadística y Censos, Mss., 1986.

30 Segundo Informe, Misión de Observadores de las Naciones Unidas para
la verificación de las elecciones en la República de Nicaragua, 7 de diciembre
de 1989, pp. 5-11. Vid., también, Second Report on the Observation of the Nica-
raguan Electoral Process, July 13 to November 3, 1989. Organization of American
States, Permanente Council, 7 de diciembre de 1989, Mss., pp. 14-16, y Latin
American Studies Association, Comission to Observe the February 25, 1990 Nicara-
guan Election. Interim Report, diciembre 15, 1989, Mss., pp. 8-9.
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XI. RECOMENDACIONES EN CUANTO AL REGISTRO
DEL ESTADO CIVIL DE LAS PERSONAS

A. Marco legal

1. Se percibe la necesidad de formular un marco jurídico
uniforme para el funcionamiento del servicio, refundiendo en
un sólo cuerpo legal todas las disposiciones dispersas.

2. Asimismo, debería elaborarse un reglamento del Registro
del Estado Civil de las Personas, que desarrolle ampliamente
los principios establecidos en el Código Civil y en las demás
leyes que regulen el sistema. Importante, porque es un instru-
mento que al desarrollar y complementar las disposiciones le-
gales, permite una aplicación correcta, dinámica y pronta. Con
mucho detalle, debería en el reglamento desarrollarse todos
los aspectos de estructura y funcionamiento de la institución,
para que sirva de referencia a los funcionarios y empleados
de las oficinas correspondientes, para una adecuada y pronta
aplicación del marco legal.

3. Vinculado a esto, debería elaborarse un manual de nor-
mas didáctico, pero muy completo, como instructivo para los
funcionarios y empleados del sistema, que desarrolle, en su
aplicación administrativa, el marco legal.

B. Estructura administrativa

1. Se recomienda realizar un diagnóstico del funcionamiento
del sistema total del Registro del Estado Civil de las Personas
de la República, a efecto de tener una visión global de su
estructura y funcionamiento, a través de un estudio completo
de su marco histórico, jurídico y doctrinario. La metodología
podría consistir en aplicar una encuesta básica y la visita a
un grupo de oficinas seleccionadas. Esto podría relacionarse
con otra propuesta, que adelante se hace, en el sentido de
realizar un curso de capacitación para el personal de todo el
sistema.

2. Descentralizar el Registro, en las ciudades con mayor po-
blación, o al menos en la capital de la república, la ciudad de
Managua, en dos direcciones:
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a) Instalar más oficinas en sectores de las ciudades para
facilitar a la población el acceso a la función registral; e

b) Instalar oficinas en los hospitales principales, para captar
nacimiento y muertes en forma directa y evitar evasión de
información.

3. La dependencia de los registros del estado civil de las
personas, de las alcaldías municipales o ayuntamientos, tiene
una explicación histórica, por su carácter de primer nivel de
gobierno laico. Consideraciones históricas y políticas, permiten
recomendar que se preserven y fortalezcan las potestades
municipales en el servicio, íntimamente vinculado a la vida
cotidiana de la comunidad, pero debe hacerse esto con una
relación estructural con el nuevo organismo creado en la Cons-
titución y Ley Electoral vigentes, el Consejo Supremo Electoral.

4. En general, distribuir las oficinas del Registro en relación
con las variables demográficas, para prestar el servicio en for-
ma más racional. Los datos de inscripción de electores reco-
gidos en los catálogos electorales para las elecciones generales
de 1990, pueden servir de referencia para realizar la reestruc-
turación, así como los datos del diagnóstico, si es que se decide
realizarlo.

5. En cuanto a los recursos humanos, el personal, con base
en la observación que se hizo, se considera suficiente y de
buena calidad. Debe ponerse, sin embargo, atención en su pro-
fesionalización y permanente capacitación. Debería ponerse
atención en incentivos laborales que no existen. No se le da
la categoría administrativa que el sistema de registro debe te-
ner. El personal, cuantitativamente no es excesivo. Debe orga-
nizarse, a la brevedad posible, un curso de capacitación para
todo el personal, para lo que debería solicitarse asesoría técnica
y financiamiento. También deberían obtenerse becas de es-
tudio y observación en el extranjero, por periodos cortos de
tiempo (tres o seis meses), para ser utilizadas por el personal.

6. Establecer unidades coordinadoras a nivel de las regiones,
como organismos intermedios entre los registros locales y el
registro nacional central.
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7. Conveniencia de establecer un control de calidad en todas
las oficinas del Registro, a efecto de que el mismo personal
sea el que detecte los errores más comunes y se subsanen con
rapidez.

8. De conformidad con el volumen de operaciones realizadas
en los distintos registros, podría considerarse la posibilidad de
creación de nuevas oficinas secundarias, donde fuera necesario.

9. Crear unidades móviles de registro, para que las comu-
nidades apartadas del país, tengan acceso a los servicios re-
gistrales. Estas unidades, también deben estar relacionadas con
los programas especiales, que adelante se indican.

10. Fortalecer las condiciones de seguridad y funcionalidad.
El hecho de que los registros funcionen en las alcaldías mu-
nicipales en su gran mayoría, les da un mínimo de seguridad.
El mobiliario, en general es deficiente y el equipo obsoleto, lo
que redunda en su ineficiente funcionalidad. Sin embargo, el
servicio se presta satisfactoriamente en términos generales, no
está en una situación crítica, en gran medida gracias al efi-
ciente trabajo del personal. Se recomienda mejorar los recursos
materiales, el mobiliario y el equipo.

11. Se debe poner atención especial en el rubro de la con-
servación y restauración de los libros, especialmente en la res-
tauración. Se debería capacitar personal con asesoría técnica
especial y sistema de becas, y atender muchos de los libros
que están en franco deterioro. No sólo los que están en uso
actual, sin aquellos, que aunque ya en general no son utiliza-
dos, son parte de la memoria histórica del país y fuente his-
tórica básica.

12. Sería conveniente que cada periodo de años, cinco por
ejemplo, los registradores enviaran una memoria, un informe
circunstanciado, del desempeño de su trabajo y oficina, con-
teniendo propuestas respecto de las medidas aconsejables para
el perfeccionamiento del servicio registral. Todas estas memo-
rias serían procesadas por el Registro Central, a efecto de to-
mar las medidas pertinentes.

13. Debe mantenerse y profundizarse la relación con las
otras dependencias de la administración pública, que necesitan
la información capturada en el sistema del Registro Civil, vi-
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gorizando los canales de comunicación, especialmente con el
Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (en atención a la
realización del próximo censo de población), con los Ministe-
rios de Salud, Educación y Relaciones Exteriores.

14. Sería de suma utilidad el incorporar tecnología moderna
para el tratamiento de la información registral. Se piensa par-
ticularmente en la creación de un centro de cómputo que per-
mita la localización expedita de la información y que impida
su pérdida. Esto último es especialmente cierto en la medida
que la información residente en medios magnéticos es fácil-
mente replicable, de modo que las copias de estos datos pue-
den ser resguardadas en bóvedas de seguridad.

C. Inscripciones y expedición de documentos

1. En la legislación registral, se debe reemplazar al concepto
de acta por el de asientos, que son una síntesis del hecho
jurídico que se declara ante el oficial público. Esto quita so-
lemnidad, facilita y simplifica el trámite administrativo. En un
principio se pretendió ritualizar el acto de inscripción buscan-
do esas solemnidades. El desarrollo demográfico y de otro tipo,
obliga a simplificar el procedimiento. En un principio, el acta
implicaba la realización de una ceremonia, lo que ya no es
posible realizar, por el número de operaciones, lo que sólo
debe mantenerse en cuanto al matrimonio civil, por la signi-
ficación del hecho.

2. Es conveniente establecer un sistema en las actas, por el
cual se pueda llevar un registro completo de los cambios y
el historial del estado civil que se produzca, con un amplio
margen en los libros para las anotaciones, con un informe
centralizado que se lleve en una oficina especial. Todo esto,
para evitar inscripciones incorrectas o fraudulentas. En esta
forma, se unificaría en la partida de nacimiento, el registro de
todas las modificaciones del estado civil de la persona identi-
ficada, por ejemplo: matrimonios, hijos nacidos, reconocimien-
tos, adopciones, muerte, etcétera.

3. Es conveniente que de cada asiento que se haga en los
registros locales se saquen varias copias, para enviar a las
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oficinas específicas claves de la administración, a efecto de que
la información producida en ellos pueda ser utilizada por el
gobierno central en sus distintos programas o, al menos, tener
una información global a disposición de estas oficinas, perma-
nente y actualizada.

4. Fijar un plazo razonable para la inscripción de nacimien-
tos, de acuerdo a las condiciones nacionales de comunicación,
especialmente tomando en cuenta la situación en el área rural,
como medio de evitar en alguna medida el subregistro.

5. Debe considerarse la ampliación de la cobertura concep-
tual del registro, a pesar de que complica el funcionamiento
administrativo, para incluir variables educativas, socioeconó-
micas, demográficas y de salud, a efecto de poder utilizar esa
información en la planificación de programas nacionales de
diverso orden.

6. Se debería analizar la posibilidad de extender las actas,
no en forma mecanográfica sino en forma mecánica, para hacer
más ágil y efectivo el servicio.

7. El acta única es la fuente de datos, con todas las variables
incluidas y la hoja de vida registrada, la que debe tomarse
para elaborar un sistema de cómputo electrónico para el pro-
cesamiento de las partidas, con lo que se lograría actualización
y oportunidad de la información. Con este sistema de proce-
samiento electrónico se podría abatir el problema de los regis-
tros múltiples, y además detectar anomalías en los registros
para corregirlas.

8. El caso de aclaración de las actas se da cuando en el
registro existen errores que no afectan esencialmente el conte-
nido de los asientos. En este caso, el procedimiento de acla-
ración deberá ser específicamente administrativo y no judicial,
muy sencillo, llevado ante los propios registradores locales, en
consulta ante el director del Registro Central.

9. En el caso de las modificaciones o rectificación de las
actas debe considerarse la posibilidad de un juicio especial de
tipo voluntario sin mayores dificultades. Deberá darse audien-
cia al Registro Central, el que teniendo concentrada toda la
información, y esperamos automatizada, estará en condiciones
de dar un informe inmediato sobre la situación de que se trate.
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Esto es especialmente importante en el caso de las reposiciones
o registro extemporáneo de nacimientos. En la formulación del
procedimiento debe tomarse en cuenta, la facilidad de la tra-
mitación, la celeridad en la resolución y el mínimo costo para
los interesados, todo lo cual facilita superar el subregistro.

D. Programas especiales

Deben realizarse programas especiales, orientados a sectores
específicos de la población, que merecen atención, entre ellos:

1. Subregistro en grupos étnicos, en zonas especiales. Este
sería un programa de acercamiento del Registro Civil a secto-
res de la población indígena. Este programa debería realizarse
en coordinación con otras instituciones u organismos del Es-
tado, que se ocupan de este problema. Las distintas etnias
deben ser especialmente protegidas en este programa, a efecto
de captar su información. Se podrían crear oficinas especiales
encargadas de este programa, ubicadas en lugares claves que
determine la Dirección General del Registro.

2. Programa de registro de los hijos de refugiados internos
en el caso de nicaragüenses o de hijos de refugiados extranjeros.

3. Acercamiento a los centros hospitalarios. Programas es-
peciales, o descentralización de los servicios, como antes se
indicó, sobre todo en áreas urbanas importantes: Managua,
León, Granada, Matagalpa, etcétera.

4. Acercamiento de los servicios de registro a la población
senil. Se estima que la mayoría de mayores de sesenta años
no están inscritos, sobre todo en el área rural.

5. Programa educativo. Campaña educativa para la pobla-
ción en general, a efecto de incentivarlos para que acudan a
las oficinas del Registro a declarar los hechos sujetos a ins-
cripción. Regularización de uniones de hecho.

Incorporación y reforzamiento de los contenidos del Registro
Civil en los programas de educación primaria y secundaria.

E. Índices y libros

1. Completar el índice computarizado de nacimientos que
se tienen en el Registro Central, para lo que se requiere digitar
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los datos a partir del año de 1974. Se puede tomar la infor-
mación directamente de los libros, o del microfilm.

2. Elaborar un índice computarizado de las partidas de de-
función.

3. Los libros de los registros que fueron totalmente destrui-
dos, es conveniente que sean repuestos. Esto se puede hacer
con base en el microfilm que está en el Registro Central, por
medio de máquinas lectoras-copiadoras de microfilm. Se puede
pensar en la posibilidad de reponer, en una primera etapa, los
libros que tengan mayor uso, los que cubran la población no
mayor de sesenta años. Sin embargo, es recomendable recons-
truir totalmente los libros, para reconstruir la fuente histórica.

4. El índice de defunciones debe mantenerse actualizado, a
efecto de mantener un control cruzado, en relación con los
nacimientos, para hacer las correspondientes exclusiones.

5. Establecer un programa de automatización de la informa-
ción del Registro del Estado Civil de las Personas, como en
otros países del mundo, donde la computadora ha demostrado
ser un valioso instrumento en el proceso de información de
este tipo. La información registrada de este modo tiene la ven-
taja de ofrecer, no sólo la agilización y facilidad de acceso a
la misma, sino que permite la elaboración de análisis de tipo
demográfico y estadístico que resultan en valiosos auxiliares
en las tareas de planeación, particularmente en países que
como en el caso de Nicaragua se encuentran en un proceso
de reconstrucción.

XII. REGISTRO ELECTORAL PERMANENTE Y SISTEMA
DE IDENTIFICACIÓN DE LA POBLACIÓN

En la organización de los procesos electorales, se deben
tomar medidas especiales para garantizar su eficacia y su con-
fiabilidad. Para eso es básico que exista un manejo ágil y pre-
ciso de los datos sobre los electores y los centros de votación.
Y para el procesamiento de esa información, los modernos
sistemas de computación electrónica se hacen de uso impres-
cindible.
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Existe en la República de Nicaragua un consenso entre las
fuerzas políticas del gobierno y la oposición, a efecto de rea-
lizar un programa de identificación de la población, con miras
a elaborar, en forma técnica, un Registro Electoral permanente
que sea confiable y operativo.

En el Registro Electoral se deben cumplir por lo menos los
requisitos siguientes:

a) Datos básicos. Debe contener, como mínimo, los nombres
y apellidos del ciudadano que se inscribe; el domicilio; profe-
sión u oficio; número del documento de identificación y foto-
grafía.

b) Verificar el libre ejercicio de los derechos políticos. Debe
el organismo encargado, establecer que todas las personas ins-
critas en el Registro están en el libre goce de sus derechos de
ciudadanía de acuerdo con la ley.

c) División territorial. Se organiza el padrón de tal manera
que se establezcan claramente las circunscripciones electorales,
de manera que cada ciudadano aparezca inscrito en el lugar de
su domicilio para facilitarle el ejercicio de su derecho. Listas
electorales detalladas establecen la organización del cuerpo elec-
toral.

d) Centralización. El padrón electoral debe garantizar que
todos los ciudadanos con derecho a voto y que hayan mani-
festado su deseo de ejercer su derecho de sufragio, estén de-
bidamente incluidos en el registro, por una sola vez. Esto exige
un método de identificación numérico, que en el sistema com-
putarizado, conforma los datos del elector en una correspon-
dencia única.

e) Transparencia. No debe haber ninguna duda sobre la for-
ma en que está elaborado y deben establecerse mecanismos
para que pueda ser auditado en cualquier momento.

f) Precisión. Cualquier ciudadano inscrito en el Registro po-
drá ser localizado con facilidad. De existir el sistema compu-
tarizado propuesto, esto se da en consecuencia inmediata.

g) Publicidad. Este es un problema que no todas las legis-
laciones contemplan en la misma forma. En algunos países como
Venezuela, el registro, con controles, está a disposición de to-
das las personas, con lo que se trata de dar confianza a los
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electores sobre la veracidad y calidad de la información. En
Argentina, la ley indica que la información recogida se consi-
dera de interés nacional y su divulgación estará limitada según
el carácter que adquiera la misma. Así, aquella cuya divulga-
ción o empleo no afecte intereses legítimos se considerará pú-
blica, en tanto que aquella que sí los afecte se considerará
reservada. Asimismo, se establece que la divulgación de la
información deberá ser motivo de una especial reglamentación.

En Puerto Rico, el Registro Electoral no es un registro pú-
blico, y se prohíbe el uso público de la información electoral, la
cual únicamente se provee a los partidos políticos o candidatos
independientes a una elección y para uso electoral exclusiva-
mente. Se argumenta que la Constitución del país, garantiza
el derecho a la privacidad y que el estatuto electoral está obli-
gado a protegerla. En este sentido, aun a los tribunales de
justicia y a la policía, está prohibido proporcionarles informa-
ción, a menos que sea para expedientes de carácter electoral.

h) Procedimiento. La fuente básica para la formación del
Registro Electoral está en los registros civiles. Las partidas de
nacimientos constituyen la fuente de la cual se deben obtener
los datos indispensables para la identificación de los electores,
que se completan por un procedimiento administrativo. En un
permanente proceso de depuración, se incluyen en el padrón
los nuevos ciudadanos y se eliminan los fallecidos o inhabili-
tados. En este caso, los informes periódicos de los registros
civiles sobre defunciones y de las oficinas correspondientes
sobre inhabilitaciones, permiten mantener un registro actuali-
zado y en permanente movimiento.31

Teniendo en cuenta todas estas consideraciones, puede to-
marse la decisión de elaborar un registro electoral permanente,
autónomo y distinto a cualquier otro, elaborado directamente
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31 Vid. voces “Registro civil” y “Registro electoral”, en Diccionario electoral,
op. cit., y Chang Mota, Roberto, y Alberto Silva Aristeguieta, “Los sistemas
en los procesos electorales”, ponencia al Primer Curso Anual Interamericano de
Elecciones, 21-25 de septiembre de 1987, San José de Costa Rica, Mss.; voces
“Registro de la ciudadanía y de la vecindad civil” y “Registro civil”, en Dic-
cionario de derecho privado, Madrid, Editorial Labor, 1950, t. II, pp. 3324-3328
y también “Identificación”, en Enciclopedia jurídica OMEBA, t. XIV, pp. 745-761.
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por el Consejo Supremo Electoral, y con base en la información
que existe en el sistema del Registro del Estado Civil de las
Personas. O, puede tomarse la decisión de realizar un sistema
de identificación de la población en general, con base también
en la información del sistema de Registro Civil, el que serviría
para expedir una cédula de identidad, y para incorporar en
forma automática a los ciudadanos inscritos al Registro Elec-
toral, elaborado y controlado por el Consejo Supremo Electoral.

XIII. RECOMENDACIONES EN CUANTO AL DOCUMENTO ÚNICO
DE IDENTIDAD Y EL REGISTRO ELECTORAL PERMANENTE

A. Marco legal

Es necesario modificar y uniformar el marco legal, y tomar
las provisiones legislativas pertinentes. A este efecto deberá
realizarse una reforma sustancial del capítulo de la Ley Elec-
toral que se refiere al registro electoral y dictar un reglamento
específico que desarrolle las decisiones de la legislación or-
dinaria.

B. Organización administrativa 

1. De acuerdo a la decisión tomada, se deberá crear una
dirección general del registro de población e identificación de
las personas, dependiente del Consejo Supremo Electoral, que
será el organismo superior responsable del programa. Esta di-
rección general tendrá los departamentos que sean pertinentes,
lo que se establecerá en el reglamento.

2. En cada una de las regiones y municipios habrá delega-
ciones y subdelegaciones dependientes del Consejo Electoral.
También se puede optar por encargar al Registro del Estado
Civil de las Personas, fortaleciendo su estructura administra-
tiva, la tarea de la cedulación.

3. Crear también una dirección general del Registro Electoral
o de ciudadanos, dependiente del Consejo Supremo Electoral,
encargado específicamente de elaborar el Registro Electoral Per-
manente y administrarlo. La cédula de identidad es el docu-
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mento básico para inscribir a los electores en el padrón elec-
toral y para realizar su distribución en mesas receptoras de
votos. Y es el documento que sirve para identificar al elector
el día de los comicios.

4. Establecer brigadas móviles, para el empadronamiento,
en los lugares que lo requieran.

5. Debe mantenerse una relación estrecha entre estos orga-
nismos y los tribunales de justicia. Los jueces deberán informar
al Consejo Supremo Electoral, sobre sentencias mediante las
cuales se modifiquen los derechos políticos del ciudadano re-
mitiendo copias certificadas de las mismas.

6. Una oficina especial realizará una depuración perman-
ente del Registro Electoral. La depuración tiene por objeto ex-
cluir del Registro, las inscripciones de los ciudadanos fallecidos
o declarados en muerte presunta; las de personas declaradas
en interdicción o inhábiles políticamente; las inscripciones re-
petidas y las hechas fraudulentamente. El Consejo deberá lle-
var una lista de cancelaciones y publicarla periódicamente.

7. Todos los partidos políticos inscritos, deberán tener la
posibilidad de fiscalizar el proceso de formación y funciona-
miento del programa de identificación y registro.

C. Procedimiento y expedición del documento

1. La solicitud de documento deberá llevar:
a) Nombres y apellidos;
b) Región, municipio, año, mes y día de nacimiento;
c) Nombre y apellido de la madre;
d) Nombre y apellido del padre;
e) Profesión u oficio;
f) Estado civil;
g) Nombre y apellido del cónyuge;
h) Asentar que se tiene la nacionalidad nicaragüense por

nacimiento o naturalización;
i) Municipio en que pide quedar registrado para efectos de

la votación;
j) Dirección de su residencia;
k) Si sabe leer y escribir o sólo firmar;
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l) Y la partida de nacimiento, como documento básico y
único para lograr la inscripción.

Podría pensarse, para facilitar la operación, que el ciudada-
no sólo indique los datos, y que su veracidad se verifique en
el archivo de la partida de nacimiento, que obra en los regis-
tros locales, y en su caso, en el Registro Central, en su depar-
tamento de microfilm.

2. La presentación de la cédula de identidad, será necesaria
para ejercitar muchos de los actos de la vida civil, entre ellos:

a) Inscripción de asientos en los registros del Estado Civil;
b) Contraer matrimonio civil;
c) Otorgar escrituras públicas y actos notariales en general;
d) Comparecer en juicio como parte o como testigo;
e) Obtener pasaporte y licencias de conducir vehículos;
f) Inscribir a los hijos en instituciones de enseñanza o su

propia inscripción en ellas;
g) Votar;
h) Y en general, la presentación del documento será obliga-

toria en todas las circunstancias en que sea necesario probar
la identidad de las personas.

D. Archivo

1. De cada persona se abrirá un expediente que tendrá toda
la documentación pertinente a su inscripción.

2. La persona identificada tendrá el derecho de que se in-
corpore a dicho archivo todos los antecedentes, méritos y tí-
tulos que considere favorables a su persona.

E. Cédula de identidad. Documento

La cédula de identidad será un documento público que tiene
por objeto la identificación de todas las personas naturales
residentes en el territorio nacional, con excepción del personal
diplomático. Las características, requerimientos y otras consi-
deraciones que pueden hacerse sobre dicho documento son las
siguientes:
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1. Se establecerá la obligación de tener cédula de identidad,
para todos los mayores de dieciséis años residentes en el país,
nacionales o extranjeros;

2. La solicitud de cédula de identidad deberá contener los
siguientes datos:

a) Región y municipio;
b) Nombres y apellidos del solicitante;
c) Nombre y apellido usual;
d) Sexo;
e) Profesión u oficio;
f) Lugar de nacimiento;
g) Nombres de los padres;
h) Estado civil;
i) Nacionalidad;
j) Escolaridad, alfabetismo;
k) Domicilio;
l) Asentar la partida de nacimiento.
3. La cédula de identidad, contendrá los siguientes datos al

expedirse:
a) Identificación de la República de Nicaragua y del Consejo

Supremo Electoral;
b) Número de cédula;
c) Nombres;
d) Sexo;
e) Fecha de nacimiento;
f) Firma del portador. Si no firma, la huella digital;
g) Firma o facsímil del presidente del Consejo Supremo

Electoral;
h) Fotografía del titular;
i) Espacio para anotaciones;
j) Huella digital del pulgar derecho;
k) Fecha de expedición y expiración.
4. Las cédulas deberán ser confeccionadas de forma tal que

tengan las mayores medidas de seguridad: fotografía y docu-
mento como uno solo, firmas estampadas en proceso centrali-
zado que evite las falsificaciones, emplasticamiento del docu-
mento para preservarlo y no permitir su alteración. Podría
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tener las mismas características o semejantes a una tarjeta de
crédito, esto es, elaborada con material plástico de mucha
resistencia, con troquelado de alta calidad, con caracteres en
relieve y con un “holograma” en tercera dimensión, que podría
consistir en el escudo de la República de Nicaragua. Podría
también considerarse la posibilidad de llevar en el reverso una
franja magnética y la fotografía del titular.

5. El tiempo de validez puede ser de 10 a 15 años.
6. El número de identificación del nacimiento se compone

de un código de municipio, número de libro, número de folio
y número de partida. Éste puede ser el mismo número de
cédula de identidad. Para esto, el número de municipio debe
ser único; los libros deben identificarse con un número ascen-
dente de uno a un número adecuado para un fácil manejo del
libro. Usando el número de municipio, libro y número de par-
tida, se logra un número único que no puede repetirse. Un
número para cada inscrito, y en consecuencia, un número para
cada elector que ingrese al Registro de Electores. Este número,
además, constituye la llave de acceso principal a un banco de
información de electores computarizado.

7. Al expedir este documento único de identidad, se puede
hacer al mismo tiempo, la inscripción del ciudadano en el
Registro Permanente de Electores.

8. La inscripción de los ciudadanos debe hacerse exclusiva-
mente con base en los documentos de nacimiento que expida
el Registro del Estado Civil.

9. Para el programa de cedulación, debe implementarse un
programa móvil que acceda a los lugares del domicilio de los
ciudadanos, con equipo fotográfico adecuado. Este programa
será adicional al programa de registro de las personas en las
delegaciones y subdelegaciones del Consejo Electoral, que se
establezcan.

10. La información que sirva de base para la expedición de
la cédula de identidad, deberá archivarse en el Consejo Supre-
mo Electoral, causando alta en el sistema de información com-
putarizado, y es aconsejable microfilmarla.

11. Se deben aprovechar los datos ya existentes en los ar-
chivos, especialmente los contenidos en los catálogos electora-
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les, para validar legalmente dicha información y también rea-
lizar una auditoría de los datos existentes, si se considera per-
tinente.

12. Crear una sección de dactiloscopía técnicamente integra-
da, para los efectos de captura y clasificación de las huellas
digitales.

13. La cédula de identidad tendrá carácter de instrumento
público legalmente reconocido, a efecto de que pueda servir de
prueba fehaciente, haga fe plena, de la identidad de la persona.

F. Sistema de cómputo

Como ya se ha dicho, el establecimiento de un sistema de
cómputo adecuado a las necesidades del registro planteado,
resulta de suma utilidad para el manejo del volumen de datos
existente. Considérese que de la Encuesta Socio-Demográfica
Nicaragüense de 1985 (ESDENIC85) se desprende que el nú-
mero de electores para las elecciones de 1996 será cercano a
los dos y medio millones.

Una cantidad de información como la señalada sólo puede
ser manejada con agilidad y precisión por medio de un equipo
de cómputo de capacidad media o mayor.

Se recomienda la implantación de un sistema totalmente
centralizado, residente en la capital del país, para una primera
etapa. En un sistema como éste, el acopio de la información
es llevado a cabo en los puestos destinado a tal propósito y
situados en todo el país, pero la captura y procesamiento de
la información es llevado a cabo en un centro de cómputo
nacional.

Para una segunda etapa se establecerían centros de cómputo
regionales en las ciudades de primera importancia, éstos con-
centrarían la información regional y la harían llegar periódi-
camente al centro de cómputo principal para hacer las actua-
lizaciones y verificaciones pertinentes, muy especialmente en
tiempos cercanos a elecciones.

En una etapa posterior se considera la posibilidad de esta-
blecer una red de teleinformática enlazando las computadoras
regionales con la central de Managua, para agilizar la consulta
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de la información y descentralizar el proceso de emisión de
cédulas de identidad y padrones electorales entre otros.

La primera etapa sería abordada por las acciones siguientes:
Selección y pruebas del equipo de cómputo acorde a las

necesidades. Se evaluarían una serie de equipos de cómputo
estableciendo las pruebas de comportamiento y los paráme-
tros de comparación convenientes para determinar el más
apropiado.

Se piensa en una minicomputadora con capacidad de alma-
cenamiento para aproximadamente 5 mil millones de caracte-
res, dotada de al menos cinco terminales de acceso y dos im-
presoras de alta velocidad. Igualmente el equipo deberá contar
con unidades de respaldo de la información, cintas magnéticas
o discos reemplazables, que permitan asegurar la información
obtenida.

Adquisición e instalación del equipo. Acondicionamiento y
preparación de la sala de cómputo. Una vez determinado el
equipo de cómputo adecuado, se procedería a su adquisición,
el cual deberá ser acompañado de una preparación para la
instalación del mismo. En este punto debe considerarse la cons-
trucción o adecuación del espacio físico que deberá ocupar; la
realización de las instalaciones eléctricas convenientes; la im-
plementación de un sistema de acondicionamiento ambiental;
la capacitación del personal, etcétera.

Diseño y programación del sistema. Se recomienda desarro-
llar un sistema propio en preferencia a la adquisición de uno
ya elaborado en otro país. En efecto, consideramos que la ela-
boración de un sistema propio tiene principalmente la ventaja
del control que se ejerce sobre el código mismo, especialmente
si consideramos que, dado que se trata de un proyecto que
puede sufrir modificaciones en el transcurso de implementa-
ción, será necesario hacer adecuaciones periódicamente. Asi-
mismo teniendo en mente la cantidad de información derivada
de los datos capturada, sumamente valiosa desde puntos de
vista estadístico, demográfico, etcétera, es importante contar
con un sistema con la flexibilidad suficiente para permitir la
generación de dichos reportes.
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Pruebas e implementación del sistema. Es recomendable es-
tablecer un protocolo de convalidación del funcionamiento de
los programas que compondrían el sistema, de manera que se
tenga verificado su funcionamiento previamente al levanta-
miento de la información.

Recopilación de la información de los actuales electores y
captura de sus datos. Esta acción podría ser apoyada en gran
medida por el archivo de electores que se implementó para
las elecciones de 1990. Igualmente, el levantamiento de esta
información puede ser verificada contra datos del Registro Ci-
vil y contribuir en gran medida a la creación de un banco de
datos para este último. Una acción de esta naturaleza debería
ser tomada muy en cuenta por la plusvalía que le confiere a
los datos captados.

Puesta en marcha de un plan permanente de actualización.
Una vez concluidos los trabajos de levantamiento de la infor-
mación actual se diseñaría una estrategia de actualización de
los datos, muy especialmente en los tiempos previos a procesos
electorales.
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